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H. CONGRESO DEL ESTADO





P R E S E N T E.-
La Comisión Especial del Agua, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 87 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, somete a la consideración de este Alto Cuerpo Colegiado el presente Dictamen, elaborado en base a los siguientes:
ANTECEDENTES
I.- Con fecha cuatro de mayo de dos mil diecisiete, la Diputada a la Sexagésima Quinta Legislatura, Karina Velázquez Ramírez, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, presentó iniciativa con carácter de Decreto por medio de la cual propone adicionar un inciso h) a la fracción IV del artículo 20 de la Ley del Agua del Estado de Chihuahua.
Con fecha veintisiete de junio del año dos mil diecisiete, el Diputado a la Sexagésima Quinta Legislatura, Miguel Alberto Vallejo Lozano, representante de Movimiento Ciudadano, presentó iniciativa con carácter de Decreto, a la que se adhirió el Diputado Hever Quezada Flores, mediante la cual propuso reformar los artículos 1; 2, fracciones X y XI; 4; 5 fracciones III, V y VI; y 6 fracciones XII y XIII. Así mismo adicionar las fracciones de la XXXV a la XXXIX al artículo 3; y los artículos 86-A, 86-B, 86-C, 86-D, 86-E, 86-F y 86-G; todos de la Ley del Agua del Estado de Chihuahua.
Con fecha nueve de agosto del año dos mil diecisiete, el Gobernador Constitucional del Estado, Licenciado Javier Corral Jurado, presentó iniciativa con carácter de Decreto a fin de reformar, adicionar y derogar diversos artículos de la Ley del Agua; así como reformar diversos numerales del Código Fiscal y del Código Municipal, todos ordenamientos del Estado de Chihuahua.
Con fecha nueve se noviembre del año dos mil diecisiete, el Diputado Francisco Javier Malaxechevarría González, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, presentó iniciativa con carácter de Decreto para reformar diversos artículos de la Ley del Agua del Estado de Chihuahua. 
II.- La C. Presidenta del H. Congreso del Estado en uso de las facultades que le confiere el artículo 75, fracción XIII, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, el día nueve de mayo de dos mil diecisiete, tuvo a bien turnar a los integrantes de la Comisión Especial del Agua la iniciativa de mérito, a efecto de proceder a su estudio, análisis y elaboración del correspondiente dictamen.
La C. Presidenta del H. Congreso del Estado en uso de las facultades que le confiere el artículo 75, fracción XIII, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, el día veintisiete de junio del año dos mil diecisiete, tuvo a bien turnar a los integrantes de la Comisión   Especial del Agua la segunda iniciativa de mérito, a efecto de proceder a su estudio, análisis y elaboración del correspondiente dictamen.
La C. Presidenta del H. Congreso del Estado en uso de las facultades que le confiere el artículo 75, fracción XIII, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, el día nueve de agosto del año dos mil diecisiete, tuvo a bien turnar a los integrantes de la Comisión   Especial del Agua la tercera iniciativa de mérito, a efecto de proceder a su estudio, análisis y elaboración del correspondiente dictamen.
La C. Presidenta del H. Congreso del Estado en uso de las facultades que le confiere el artículo 75, fracción XIII, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, el día quince de noviembre del año dos mil diecisiete, tuvo a bien turnar a los integrantes de la Comisión   Especial del Agua la cuarta iniciativa de mérito, a efecto de proceder a su estudio, análisis y elaboración del correspondiente dictamen.
III.- La exposición de motivos que sustenta la primera de las  iniciativas en comento, es la siguiente:

“I. Las Juntas Municipales de agua son organismos que agrupan a los sectores público, privado y social de cada municipio y su función consiste en analizar y decidir sobre el uso y re-uso racional de las aguas de cada territorio municipal, buscando que la política en materia de aguas asegure el abasto suficiente y eficiente en las actividades agrícolas y ganaderas, en el consumo doméstico y humano, y, en general, en las previsiones y programas que planean y programan el óptimo aprovechamiento de las aguas pluviales, fluviales y subterráneas, siempre con criterios de racionalidad y equidad distributivas.

II.  El agua es el líquido vital; de su cuidado y aprovechamiento dependen todas las actividades productivas, industriales, comerciales y domésticas de los habitantes del estado; de su existencia depende la vida misma, y bien se dice que no hay agua más cara que la que no se tiene.

III. La escasez es evidente. Lo cierto es que cada vez tenemos menos agua; lo cierto es que cada vez hay que extraerla a mayores profundidades; lo cierto es que las malas prácticas de regadío agrícola provocan el desperdicio, por evaporación, de alrededor del 70 % del agua, sobre todo por los horarios de riego y la falta de técnicas y tecnologías eficientes.

IV. Una de los métodos de revertir el problema del agua es la participación de los sectores privado y social con el sector público, con el objeto de que el diseño de políticas públicas y decisiones consecuentes tengan por objeto un aprovechamiento de este líquido vital en la sustentabilidad de la vida productiva del estado y la vida cotidiana de la población.

V. El Artículo 20 de la Ley de Agua del Estado de Chihuahua establece que:

Artículo 20. Las juntas municipales tendrán un Consejo Directivo integrado por:

I. Un Presidente, nombrado por el Gobernador del Estado;

II. Un Secretario, nombrado por el Ayuntamiento;

III. Un Tesorero, nombrado por el Presidente del Consejo Directivo de la Junta Central;

IV. Siete consejeros, que serán los titulares o representantes en quienes deleguen dicho carácter, de las siguientes instituciones y dependencias:

a) La Secretaría de Desarrollo Urbano y Ecología de Gobierno del Estado;

b) La Secretaría de Salud de Gobierno del Estado;

c) La Cámara de Propietarios de Bienes Raíces;

d) La Cámara Nacional de Comercio, Servicios y Turismo;

e) La Cámara Nacional de la Industria de la Transformación;

f) La Cámara Mexicana de la Industria de la Construcción;

g) Un representante de los trabajadores al servicio de las juntas municipales, a propuesta de la mayoría de éstos.

Los cargos serán honorarios con excepción de los de Presidente y Tesorero, quienes serán funcionarios de tiempo completo.

En aquellos municipios en donde no se cuente con alguna de las Cámaras señaladas, se considerarán  en su lugar representantes de las organizaciones de productores, profesionistas u organizaciones de la sociedad civil con mayor representatividad en el municipio".

VI. Durante varios años la Confederación Patronal de la República Mexicana (COPARMEX) ha participado en los consejos directivos, pero la informalidad legal de su participación no está reconocida expresamente en la Ley, lo que da lugar a ambigüedades y problemas en las sesiones y en la argumentación de dichos consejos directivos municipales. 

VII. La COPARMEX es un organismo patronal de carácter nacional que ha mostrado un creciente interés en los grandes problemas del país, y el hecho de que la Confederación aglutine la diversidad de actividades económico-productivas, que en ella estén integradas cámaras industriales y organismos empresariales, es una de las claves estratégicas para la inversión y el empleo. 

VIII. Esta reforma plantea la necesidad de que la COPARMEX sea formalmente reconocida como un miembro más de las Juntas Municipales, reconociendo legalmente el potencial de conocimiento y participación democrática de la Confederación en los consejos directivos de las Juntas Municipales.”(Sic)
La exposición de motivos que sustenta la segunda de las iniciativas en comento es la siguiente:

“Los recursos hídricos cada vez más escasos en el mundo, han provocado que el orden jurídico se vuelque a darles protección. En México existe la Ley de Agua Nacionales de corte general y replicación de leyes Locales. Gran parte de su articulado es declarativo o queda a nivel de convenios de coordinación, sin embargo dada la necesidad de que las declaraciones proteccionistas se tornen acciones ejecutivas, estimo que las Leyes locales deben entrar en una fase más operativa, más directa, creando obligaciones concretas que hagan realidad la protección a este vital recurso natural.

La fuente de abastecimiento en nuestra entidad que queda dentro de la competencia local exclusivamente son los escurrimientos pluviales, de ahí la importancia de que establezcamos normas que garanticen su mejor aprovechamiento, dentro de lo que nos permite el marco jurídico nacional.

Los vasos de agua que resultan ser zonas federales, se han visto comprometidos en su captación debido al azolve natural, pocos los mantenimientos a esta problemática en muchos años han mermado la poca infraestructura que tenemos en la entidad para ello, de tal suerte que pese a ser materia de la Ley de Aguas nacionales, podemos en congruencia con la misma, obligar al Ejecutivo del estado a ponderar en especial esta función e incluirá en los convenios de coordinación con especial cuidado y transparencia.

En el Estado de Chihuahua existen tres zonas principales de precipitación: La zona montañosa que recibe una precipitación total anual que oscila de más 1 000 a 450 mm, la zona varía de 450 a 300 mm y la zona desértica fluctúa de 300 a 200 mm; pese a que en la zona montañosa la precipitación es muy importante, los escurrimientos hidrológicos desembocan hacia el pacífico fluyendo por el Río Mayo  hacia Sonora y Sinaloa, de tal manera que es agua que no se puede aprovechar en la entidad.

En nuestra entidad las regiones hidrológicas comprenden la del Río Colorado;  Sonora Sur; Río Bravo-Conchos; Cuencas Cerradas del Norte y Mapimí, el  escurrimiento virgen generado en la entidad, es del orden de 10 383.5 millones de m3 y se consumen 2 581 millones de m3 anuales, en la actividad agrícola y existen 12 cuerpos de agua superficial importantes, tanto por su uso como por su volumen transitado. Las dos corrientes más importantes en la entidad son los ríos Conchos y Bravo; con aceptable calidad en sus aguas, tanto por su contenido de materia orgánica como su salinidad y metales pesados. Desde hace más de 15 años la cobertura del servicio de agua potable en el estado ha sido muy aceptable arriba del 90% y la demanda es creciente, el medio urbano se abastece cada vez más de fuentes subterráneas o pozos profundos. 

En la entidad existen alrededor de 588 748 ha de riego, en éstas se utilizan 2 581 millones de m3 de aguas superficiales y 2 054 millones de aguas subterráneas.

El agua del subsuelo se destina principalmente a las actividades agrícolas, municipal-industrial, abrevadero y doméstico. La extracción media anual es del orden de los 3,130.71 millones de m3, a través de más de 16,000 aprovechamientos que tienen un gasto promedio de 40 a 80 Litros por segundo. La recarga media anual es de 4,387.70 millones de m3, aunque ello no es evidencia de una sobreexplotación global, resulta que los acuíferos más importantes se encuentran sobreexplotados o en equilibrio y ello compromete el abastecimiento de agua de las Ciudades más importantes del Estado.

Es clara la necesidad de que los acuíferos subterráneos en las grandes zonas urbanas sean “reabastecidos” incluso de una manera indirecta o artificial, ya que en el caso de las aguas subterráneas, se ha modificado gravemente el ciclo hidrológico al haberse limitado a un mínimo la infiltración en forma natural por el crecimiento de las manchas urbanas en las ciudades o bien por el uso irracional y sobre explotación de aguas arriba o de sobrexplotación de mantos freáticos. 

Si bien es cierto que las ciudades cuentan con áreas verdes en parques, jardines, camellones, servidumbres, éstas son reducidas comparadas con las áreas “impermeables”: calles, banquetas, áreas construidas por edificaciones, comercios, han sentado sus bases en las grandes zonas urbanas de Chihuahua y han generado un desequilibrio del caudal infiltrado de manera natural y la extracción de aguas subterráneas que se realiza por medio de pozos, resultando impostergable implementar  un programa de construcción de pozos de absorción sistemático e integral para inducir la infiltración de manera indirecta. 

La Ley del Agua del Estado de Chihuahua pese a contar con el Título Tercero relativo a la Regulación y Conservación del Agua, no establece obligaciones concretas en esta materia, que permitan dar seguimiento de forma anual a los avances en infraestructura de captación de aguas pluviales para su infiltración al subsuelo, de ahí la necesidad de reconocer esta actividad como un servicio público que busca satisfacer necesidades colectivas y que es obligación del Estado prestarlo y regularlo de manera eficiente, por lo que se introduce como tal en el  artículo 1, declarándolo de utilidad pública y estableciendo como materia fundamental de objeto regulatorio la infiltración de aguas pluviales al subsuelo de manera programática y sistematizada, en la fracción X, del artículo 2.

En el artículo 3 se introducen conceptos técnicos necesarios para determinar las áreas susceptibles para captar aguas pluviales, debido a que será en  determinadas zonas, con base a estudios técnicos donde se decida  construir la infraestructura artificial adecuada o preservar el área natural de captación de aguas pluviales.

A efecto de que se fijen todos los términos específicos para desarrollar el Sistema Estatal de Infiltración de Aguas Pluviales el Ejecutivo del Estado deberá expedir el Reglamento respectivo y la Junta Central definirá los lineamientos técnicos para llevar a cabo la ubicación e instalación de los pozos de absorción y su mantenimiento, así como el seguimiento y evaluación de su eficiencia, así como las reglas para preservar las áreas naturales de captación pluvial para infiltración al subsuelo y su rehabilitación.

Por otra parte se atribuye al Ejecutivo del Estado la obligación de asegurar el programa anual de mantenimiento de la infraestructura de reserva de agua en vasos o presas de jurisdicción federal, para definir en cuáles se requiere de trabajos de desazolve, garantizando que se cuente con las mejores condiciones de captación de las aguas pluviales.”(Sic)
La exposición de motivos que sustenta la tercera de las iniciativas en comento es la siguiente:

“El Estado de Chihuahua es un territorio desértico que sufre de una gran escasez de agua, por lo que es responsabilidad primordial de esta Administración poner en práctica mecanismos que garanticen este vital líquido en la calidad y cantidad suficiente para nuestra generación y las que vienen.

Por lo tanto, se reconoce que uno de los grandes retos es fortalecer a sus organismos operadores del agua, ya que desafortunadamente la administración inadecuada de los recursos hídricos que se ejerció en el pasado, generó la sobrexplotación de cuencas y acuíferos, además de los grandes problemas en el aprovechamiento del agua. 

Ante tal situación, en el Plan Estatal de Desarrollo 2017-2021, específicamente en el eje 3 denominado Infraestructura, Desarrollo Urbano y Medio Ambiente, se ha desarrollado el objetivo número 4: “Mejorar a nivel estatal la administración y uso sustentable del agua, con la concurrencia de autoridades federales, estatales y municipales, así como la participación de la sociedad civil organizada” tendiente, entre otros puntos, a sentar las bases normativas para la buena administración de los organismos mencionados, así como de una efectiva coordinación entre éstos, las autoridades federales y la sociedad civil participante.


La infraestructura por la que se prestan los servicios de agua, drenaje y alcantarillado es administrada por las Juntas Municipales y Rurales bajo la coordinación sectorial de la Junta Central de Agua y Saneamiento, así como también por otros organismos operados directamente por los municipios. Su organización y funcionamiento se encuentran regulados en la Ley del Agua del Estado de Chihuahua, la cual fue expedida mediante el Decreto No. 492/2011 I P.O., de fecha 29 de marzo de 2012, publicado en el Periódico Oficial del Estado el día 31 del mismo mes y año, ordenamiento que entró en vigor el día 30 de abril de 2012 y que tiene por objeto regular en el Estado de Chihuahua la participación de las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus competencias, así como de los sectores privado y social, en la planeación, administración, manejo y conservación del recurso agua, declarando de utilidad pública e interés social la prestación de los servicios públicos de agua, drenaje, alcantarillado, tratamiento de aguas residuales y disposición final de lodos, así como la realización de los estudios, proyectos y obras relacionados con los recursos hídricos en el marco del desarrollo sustentable del Estado.

En la actualidad, uno de los principales problemas en la gestión pública del agua en el estado de Chihuahua, que afecta la calidad de vida de las personas, así como la competitividad y desarrollo de las regiones, tiene que ver con el diseño institucional de la Junta Central (JCAS) y las Juntas Municipales de Agua y Saneamiento (JMAS). 

Estos organismos se encuentran creados en base a un diseño meramente político, en los que su carácter público es insuficiente para garantizar una gestión autónoma, correctamente planeada, con adecuada recuperación de costos, transparente, democrática, accesible, equitativa, así como ecológica y económicamente sostenible.

Dichas cualidades no han regido el proceso de institucionalización, dando como resultado, organismos operadores sin la capacidad técnica, administrativa y financiera necesaria para realizar una adecuada planeación, administración, manejo y conservación del recurso agua.

El diseño institucional de la JCAS y las JMAS, principalmente en las ciudades de mayor valor político en la entidad, se encuentra sesgado por criterios partidistas, haciendo posible utilizar a los organismos operadores del agua como fuente para conservar o acrecentar el capital político. 

Ante tal situación, la presente reforma busca que el diseño institucional de los organismos operadores del agua en el estado, les permita contar con cuatro cualidades indispensables (Pineda-Pablos; 2016) para una adecuada prestación de los servicios públicos: 

a) Autonomía. Con la finalidad de que puedan orientarse a su fin, que es la prestación de servicios públicos, y mantenerse ajeno a fines político-electorales; 

b) Autosuficiencia. Se busca que sean autosuficientes, principalmente desde el punto de vista financiero; 

c) Efectividad. La prestación de los servicios públicos debe ser de calidad; 

d) Escala adecuada. El tamaño de los organismos debe estar condicionado a contar con la capacidad de generar una rentabilidad que realmente le permita sostener un cuadro técnico-administrativo y cumplir con las cualidades anteriores.

Otro aspecto a considerar es que el agua y el saneamiento, además de ser valores estratégicos para la competitividad y desarrollo de las regiones, así como para mejorar la calidad de vida de las personas, constituyen un derecho humano que el Estado se obligó a garantizar, mediante su adopción internacional y constitucional; deber que recae, principalmente, en los organismos operadores de agua de todo el país. 

Por lo que, a la hora de realizar un rediseño institucional, además de tomar en cuenta el contenido normativo del derecho al agua y al saneamiento, se debe considerar el papel de los ciudadanos quienes pasan de ser clientes o usuarios pasivos, a sujetos activos titulares de un derecho que pueden exigir a través de los mecanismos existentes; esta situación puede detonar una mejor participación ciudadana, ya que, a partir de ella, se pueden definir las obligaciones ciudadanas en favor de la realización de su derecho, y con ello, incentivar una real y activa participación, enmarcada en modelos de “Nueva Gobernanza del Agua” y “Nueva Cultura del Agua”.

Sin embargo, para mejorar la situación de los organismos operadores, se considera insuficiente limitarse a un rediseño del marco legal institucional; para lograr el objetivo es necesario que: 

a) Se cuente con la voluntad y decisión política para implementarlo y combatir las fuerzas de reacción y regresión.

b) Se cuente con una campaña de medios y concientización.

c) Se promueva el cambio cultural.

d) Las nuevas políticas se vuelvan hábitos y se internalicen.

Por lo anterior, como primer paso hacia el fortalecimiento de los Organismos, se cuenta con la presente Reforma a la Ley del Agua del Estado de Chihuahua que a continuación se detalla y que está enfocada a mejorar el diseño del Consejo Directivo de la Junta Central, los Consejos Directivos de las JMAS, atribuciones y funciones de los organismos, los mecanismos para el nombramiento de presidentes, estructura organizacional, criterios de capacidad y escala, y designación de funcionarios, así como de la regulación de los Organismos Operadores Municipales, dependientes directamente de los municipios y de posibilitar, a través de lineamientos que expida la Junta Central, la regulación de los Comités de Agua.

Mediante la adición de un tercer párrafo al artículo 1, se reconoce el Derecho Humano al Agua y al Saneamiento, en correspondencia, entre otros, con la Declaración de los Derechos Humanos (1948), Pacto Internacional de los Derechos Económicos Sociales y Culturales (1966), Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Agua (1977), Observación General 15 emitida por el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (2005), el artículo 4º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (2012) y de la Constitución Política del Estado de Chihuahua (2014).

A través de la reforma y adición al artículo 3 fracciones X BIS, XVIII, XIX, XIX BIS, XIX TER y XXV, se define a los Comités del Agua y claramente se distingue a las Juntas de Agua, bajo la coordinación sectorial de la Junta Central de los Organismos Operadores descentralizados de los municipios, mismos que, debido a la falta de regulación de éstos últimos, no se encontraban distinguidos, además, se definen a las Juntas Distritales, de nueva creación.

Por medio de la adición al artículo 6, de la fracción XII, se establece la coordinación entre Gobierno del Estado y Gobiernos Municipales.

Por otra parte, gracias a la reforma al artículo 9, primer párrafo, se reconoce la autonomía técnica, administrativa y de gestión de la Junta Central y se posibilita su coordinación con los Organismos Operadores Municipales, ahora ampliamente regulados en el Capítulo V DE LOS ORGANISMOS OPERADORES MUNICIPALES, del Título Primero de la ley que se trata.

Las atribuciones de la Junta Central se modifican conforme a la reforma al artículo 10, apartado A), fracción I, en donde se clarifica el alcance de la coordinación de la Junta Central, misma que se encontraba limitada al servicio de agua potable, para ampliarse a los servicios de drenaje, alcantarillado, saneamiento, tratamiento de aguas residuales y disposición final de lodos; en el apartado B), fracciones I y V, se amplía la vigilancia de la Junta Central a los Organismos Operadores Municipales y Comités del Agua, debido a que no se encontraban regulados; la fracción II posibilita la asistencia técnica a todos los organismos operadores del estado por parte de la Junta Central y se fundamenta la emisión de lineamientos que permitan regular a los Comités del Agua, toda vez que actualmente carecen de ello; en la fracción VII, se posibilita el cobro por los servicios de laboratorio que brinda la Junta Central, así como de cualquier otro que pueda prestar en un futuro; por medio de la fracción IX se distingue el hecho de denominar Juntas Operadoras a las Juntas Municipales y demás organismos bajo la coordinación sectorial de la Junta Central; y, la fracción XII, se refiere a la asistencia que puede brindar la Junta Central a los organismos operadores.

Mediante la adición y reforma al artículo 11, fracciones III, VII y VIII, se busca que las Juntas Municipales eviten infringir con sus obligaciones para con la Junta Central, destacar la importancia de los recursos y definir responsabilidades en caso de incumplimiento, así como asegurar que los recursos que genera el Laboratorio de Calidad de Agua de la Junta Central, sean destinados exclusivamente a su uso, funcionamiento y mejoramiento.

El rediseño del Consejo Directivo de la Junta Central y de las Juntas Municipales, se establece en los artículos 12, 12 BIS, 13, 13 BIS, 14, 15, 15 BIS A, 16, 17, 18,  20, 20 BIS, 21, 21 BIS, 22, 23, 23 BIS, 24, 24 BIS, 25, 25 BIS, 26 y 27 BIS, conformándose una nueva forma de gobierno al pasar a ser Consejos de Administración ciudadanizados, conformados en base a requisitos que consideran una mejor representatividad y evitan el conflicto de intereses de sus miembros; posibilitando la participación ciudadana de los sectores académico, profesional, industrial, comercial y sociedad civil; con una renovación escalonada de sus miembros ciudadanos que les permite funcionar con independencia de los procesos político-electorales, con la finalidad de que la Junta Central y los Organismos Operadores se orienten a su fin.

La adición del Capítulo IV BIS DE LAS AUTORIDADES MUNICIPALES del Título Primero, y sus artículos 27 BIS A, B y C, reconoce las facultades y responsabilidades de los municipios en materia de los servicios públicos de agua potable, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales y se establecen mecanismos de asociación y coordinación con el estado y otros municipios.

Por medio de la reforma y adición del Capítulo V DE LOS ORGANISMOS OPERADORES MUNICIPALES, del Título Primero, artículos 28, 29, 30, 31, 31 BIS A, BIS B, BIS C, BIS D, BIS E, BIS F, BIS G, BIS H y BIS I, se regula ampliamente a los organismos operadores descentralizados de los municipios del estado, considerando, entre otras cosas, su ámbito de competencia, su patrimonio, su estructura institucional, resaltando las facultades, conformación y renovación del Consejo de Administración, así como la de los funcionarios principales.

Estas disposiciones tienen relación con la reforma que se propone para el Código Municipal, en donde se dispone que en lo relacionado con las estructuras de los órganos de gobierno, vigilancia, funcionamiento, operación, desarrollo y control de los organismos operadores de agua, así como de la designación de sus integrantes se deberá atender a lo dispuesto por la Ley del Agua.

A su vez, las reformas o adiciones de los artículos 33, 37, 39, 40, 45 y 93 actualizan o corrigen algunos conceptos y criterios relacionados con la prestación de los servicios; mientras que el artículo 94 fortalece las adiciones y reformas propuestas a través de la necesidad de contar con el aval de dos terceras partes del H. Congreso del Estado para ser modificada la Ley en comento.

Finalmente, y considerando el contenido del numeral 31 del Código Fiscal del Estado, en el sentido de que “…también son derechos las contribuciones aprobadas anualmente por la Junta Central de Agua y Saneamiento a sus organismos operadores, publicadas en el Periódico Oficial del Estado, con motivo de la prestación del servicio público de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento de aguas residuales y disposición final de lodos…”, es preciso incluir en este precepto el cobro por los servicios de laboratorio y los demás que presten, fortaleciendo de esta manera la validez y evitando cualquier tipo de ambigüedad que pudiese presentarse. (Sic)
La exposición de motivos que sustenta la cuarta de las iniciativas en comento es la siguiente:

I. En los recorridos que realizo semanalmente en el Distrito Electoral XIV con cabecera en la Ciudad de Cuauhtémoc, la población que habita en el mismo, me ha solicitado en reiteradas ocasiones que presente una iniciativa con la finalidad de reformar la Ley del Agua del Estado, toda vez que en la misma se contemplan algunas situaciones que estiman que son en su perjuicio y a la vez que falta regular otras que les permitirá el mejorar el aprovechamiento o uso del vital líquido. 

Dentro de los argumentos que esgrimen estos ciudadanos tenemos por una parte que lo regulado en la citada ley les obliga a realizar gastos que no deberían, ya que la misma norma no permite otra opción que evite tales pagos, por ejemplo cuando se revienta la tubería que va de la red pública a la casa antes del aparato medidor del consumo, la ley establece en el artículo 36 que es por cuenta del usuario, lo cual consideran injusto, ya que según su entender ellos pagan mensualmente por un servicio que incluye la reparación de las líneas de conducción y distribución del agua, por lo que el pago de la reparación de las mismas ya se encuentra cubierto con el importe que hacen ante las juntas municipales, además de que no pueden contratar cualquier fontanero, ya que tiene que ser uno autorizado por el organismo operador, lo que se traduce un aumento en el cobro del trabajo en más de un 100 por ciento de lo que cobra uno no autorizado.  

De igual manera señalan que al intentar suspender el servicio público de agua potable y drenaje de una casa sola o deshabitada, les dicen que no se puede y que tienen que pagar una cantidad mínima por mes la cual es de aproximadamente de 70 pesos, lo cual consideran que es ilegal pues el pago que se realiza debe ser por el servicio obtenido que en este caso, no existe pues al no haber consumo de agua, no tiene porqué generar cobro alguno. 

Aunado a lo anterior, el que una casa habitación esté sola genera desperfectos en la misma por el transcurso de tiempo y el clima tan extremoso que tenemos, por lo que si se mantiene el suministro de agua en las tuberías, generalmente se producen fugas del vital líquido, lo cual se traduce en desperdicio del agua y mayores gastos para los dueños de las casas. 

Por otra parte un grupo de productores agropecuarios me han solicitado la intervención de este Poder Legislativo, con la finalidad de que puedan definir y aprovechar las aguas de jurisdicción estatal, toda vez que estas carecen de una regulación en la legislación local. 

II. Ahora bien, al realizar un análisis de lo establecido en la ley en comento, tenemos que en el numeral 34 segundo párrafo se faculta a la junta municipal de que se trate a  que “cuando no reciba el pago por la prestación de los servicios públicos dentro de los noventa días siguientes al periodo de consumo, efectuará una inspección física al inmueble para verificar su ocupación del mismo y la correcta conexión del servicio. Cuando esté desocupado el inmueble y lo constate, el organismo operador podrá suspender total o parcialmente el servicio y retirar el aparato medidor”.
Lo anterior nos permite asumir que sí se puede suspender el servicio total o parcialmente y hasta retirar del aparato medidor, por lo que si la junta municipal puede a su criterio suspender y retirar el aparato medidor a su criterio, también lo es que el usuario puede solicitar la suspensión del servicio público del agua, para no genera un crédito por el servicio, y por ende un gasto. 

De igual manera en el artículo 36 se dispone que “el mantenimiento de las líneas generales de conducción estará a cargo de los organismos operadores”, es decir, por parte de las juntas municipales, por lo que si consideramos que las líneas de la red pública se encuentran en las calles, las que son de dominio público, además de que la infraestructura de la red hidráulica del Estado, también es de dominio público, lo lógico es que la reparación de la red pública hacia el aparato medidor sea por cuenta de la junta municipal de que se trate y no del usuario. 

Aunado a lo anterior, sabemos que la mayoría de la población económicamente activa del Estado, es del nivel bajo en ingresos y al tener una norma que atenta contra la economía de las familias chihuahuenses al  permitir el cobro excesivo por la realización de un trabajo o la prestación de un servicio, es a todas luces una ley injusta y recaudatoria, lo cual no podemos permitir ni solapar.  

III. Por lo que respecta a la solicitud de que se legisle localmente el aprovechamiento de las aguas de jurisdicción estatal, cabe señalar que, el Artículo 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, específicamente en su quinto párrafo establece la propiedad de las aguas susceptibles de aprovechamiento, explotación y uso, dando dentro del mismo texto la posibilidad al Poder Ejecutivo de las Entidades Federativas el regular aquellas aguas que no pertenezcan a la Federación ni a los particulares, al considerarlas de utilidad pública.   
Es por ello que, derivado de diversas reuniones con personal de la Comisión Nacional del Agua, se logró clarificar cuáles pueden ser las aguas con lo que se pueda partir de una base para que el Estado por medio de la Junta Central de Agua y Saneamiento de Gobierno Estatal, sea la autoridad en la materia para el otorgamiento de concesiones para el aprovechamiento, uso y explotación de las Aguas de Jurisdicción Estatal. 

Por lo que se propone adicionar un artículo 75 BIS a la Ley del Agua del Estado, con la finalidad de regular lo relativo a las Aguas de Jurisdicción Estatal, en el cual se establezca de manera enunciativa más no limitativa, un catalogo de Aguas de Jurisdicción Estatal, dentro del cual se enumeran las siguientes:  las que no son de Propiedad Nacional, ni privada; las que corren en cauces menores a cauces federales, es decir, que sean inferiores a 2.0 metros de ancho por 75 centímetros de profundidad; las lagunas que no tienen declaratoria de propiedad nacional; los ríos y sus afluentes directos o indirectos, desde primeras aguas permanentes, intermitentes o torrenciales, hasta su desembocadura en lagunas que no tienen declaratoria de propiedad nacional; las aguas pluviales captadas por el Estado; las aguas residuales tratadas o sin tratar que no son vertidas en cauces de propiedad federal: los Manantiales que no nacen en cauces y zonas federales, y que no tengan declaratoria de propiedad federal.(Sic)
La Comisión Especial del Agua, después de entrar al estudio y análisis de las iniciativas de mérito, tiene a bien realizar las siguientes:
CONSIDERACIONES

I.- Al analizar las facultades competenciales de este Alto Cuerpo Colegiado, quienes integramos esta Comisión Especial, no encontramos impedimento alguno para conocer de los asuntos turnados, de conformidad con las atribuciones que al Poder Legislativo confieren su Ley Orgánica en los numerales 87 y 88; así como por los numerales 80 y 81 del Reglamento Interior y de Prácticas Parlamentarias de este Poder. 
II.- Desde que nos designaron como integrantes de esta Comisión Especial, nos hemos dado a la tarea de sostener reuniones con autoridades federales, estatales y municipales involucradas en la materia del agua, así como con diversas organizaciones de ciudadanos de varias regiones de la Entidad, con la finalidad de conocer de primera mano la información sobre la condición en que nos encontramos en este rubro, así como de las acciones gubernamentales, las propuestas de las organizaciones de la sociedad y las posibles soluciones a la problemática. 
Como quedó expresado en los antecedentes del presente dictamen, nos fueron turnadas cuatro iniciativas con carácter de Decreto, signadas por tres integrantes de este Poder Legislativo y una por el Gobernador Constitucional del Estado, mediante las cuales se pretende reformar, adicionar y derogar diversos artículos de la Ley del Agua del Estado de Chihuahua, por lo que quienes conformamos esta Comisión Especial, en reuniones de la misma celebradas el 31 de agosto y el 15 de noviembre del año en curso, tomamos la decisión de analizar de manera conjunta dichas iniciativas, en virtud de tratarse, en su mayoría, de propuestas de modificación al mismo cuerpo normativo. 
Adicionalmente, la iniciativa formulada por el Gobernador Constitucional del Estado contempla reformar el segundo párrafo del artículo 31 del Código Fiscal; y los numerales 29, fracción VI, y 180, fracción II, del Código Municipal, todos ordenamientos del Estado de Chihuahua, con la finalidad de armonizarlas con las reformas y adiciones a la Ley del Agua.
Con la finalidad de analizar de manera adecuada las iniciativas de antecedentes se conformó una Mesa Técnica, en la cual se contó con la participación de la Junta Central de Agua y Saneamiento del Estado, por conducto de la Dirección Jurídica, la Secretaría General de Gobierno por conducto de la Dirección General de Normatividad, ambas dependencias del Poder Ejecutivo Estatal, así como con los asesores de los distintos grupos parlamentarios y de partidos con representación en este Poder Legislativo, en la cual se sostuvieron varias reuniones en las que se analizaron a cabalidad las iniciativas de mérito, por lo que se realizaron algunas adecuaciones y adiciones a las mismas con el objeto de armonizarlas a las nuevas normas en materia de contabilidad gubernamental y a los Sistemas Nacional y Estatal de Anticorrupción.
De igual manera, se incorporaron al estudio de las iniciativas en comento algunas situaciones que requerían ser incluidas en el cuerpo de la ley con la finalidad de adecuar la legislación a la realidad social que impera en el Estado, por lo que se tomó la decisión de realizar algunas adecuaciones a la norma vigente. 
También se realizó una consulta pública dirigida por acuerdo de los integrantes de esta Comisión Especial, en la cual se convocó a personas representantes de diversos sectores de la población como son: Académicos e investigadores; empresarios y comerciantes; especialistas en materia del agua, así como representantes de organizaciones de la sociedad civil, quienes hicieron diversas observaciones y propuestas mismas que fueron analizadas por lo mesa técnica a cabalidad, por lo que las que fueron viables enriquecen el proyecto que hoy se somete a su consideración.  

Sea pues este un espacio oportuno para agradecer a todas las personas que con gran dedicación y entusiasmo nos brindaron tiempo invaluable para analizar el proyecto que hoy se somete a la consideración del Pleno, a quienes les reconocemos su destacada participación y aportaciones. 
III.- El servicio público de agua potable, alcantarillado sanitario, tratamiento y disposición de sus aguas residuales, es vital para el correcto desarrollo de cualquier ciudad o comunidad ya que, a través de este servicio, no solo se abastece de agua potable a los hogares y conduce los desechos generados, también es un método eficiente para la prevención de diversas enfermedades gastrointestinales y dermatológicas.
Con el aprovechamiento y uso del agua millones de habitantes de este planeta satisfacen sus necesidades básicas, por lo que debemos protegerla y cuidarla para nuestra propia supervivencia, es por ello que cada día vemos cómo más gobiernos y personas preocupadas por el abuso que estamos haciendo de un bien finito, emprenden medidas y acciones tendientes a su conservación. 
De igual manera se requiere de la participación de todos los ciudadanos, ya que sí seguimos desperdiciando el agua como si fuera un bien inagotable, sufriremos las consecuencias de su abatimiento y posterior desaparición.

En la actualidad más del 85 por ciento del agua consumida en el mundo tiene un uso agrícola, mientras que el uso doméstico apenas llega al 5% del agua disponible, por lo que se requiere hacer mayor consciencia y cultura para protegerla y preservarla con un uso sustentable, aunque la mayoría de los esfuerzos se concentra en la población urbana que tiene un uso doméstico, dejando de lado el uso agrícola, lo cual a nuestro parecer debe cambiar.
Sea pues esta reforma una herramienta más para avanzar en el aprovechamiento sustentable del agua y la preservación de esta para futuras generaciones en el Estado. 
IV.- La Junta Central de Agua y Saneamiento y las Juntas Municipales que en la actualidad están prestando el servicio público del agua potable y alcantarillado en algunos municipios de la Entidad, tienen sustento en la Ley del Agua del Estado de Chihuahua, la cual fue publicada en el Periódico Oficial del Estado No. 26 del 31 de marzo de 2012, en la cual se establecen las obligaciones de los organismos operadores en cuanto a la prestación y administración de los servicios de agua, alcantarillado, saneamiento, tratamiento de aguas residuales y disposición final de lodos en las poblaciones del municipio de que se trate.
Dicha Ley fue elaborada de conformidad a lo establecido en la Ley de Entidades Paraestatales del Estado de Chihuahua, en cuanto a la creación de las Entidades Paraestatales de la Administración Pública Estatal, entre ellas los organismos públicos descentralizados, que es como se crearon las Juntas Municipales de Agua y Saneamiento de la Entidad, las cuales tienen personalidad jurídica y patrimonio propios, en los términos de la Ley de Entidades Paraestatales del Estado de Chihuahua.

Con la entrada en vigor de esta Ley, se estableció de manera clara cuáles son las atribuciones de las autoridades estatal y municipales en cuanto a la prestación de los servicios que otorgan. 

V.- Ahora bien, continuando con el análisis de las iniciativas de mérito, por lo que respecta a la primera de ellas y como lo menciona la iniciadora, en nuestro Estado existe una evidente escasez de agua, lo cual ha generado que cada día sea más el agua que se extrae del subsuelo en relación a la recarga de los mantos acuíferos, con la consecuente disminución en el suministro para la población. 

Es por lo anterior que estimamos que la participación ciudadana en la toma de decisiones es fundamental, ya que a través de ella es que nuestras autoridades tienen los mejores elementos para la aplicación de los programas y acciones públicas en beneficio de la población, y qué mejor que en la prestación de los servicios públicos básicos para el libre y adecuado desarrollo de las personas, como lo es lo relativo al agua potable. 

Ahora bien, por lo que respecta a la pretensión de la iniciadora para adicionar un inciso h) a la fracción IV del artículo 20 de la Ley del Agua del Estado de Chihuahua, con la finalidad de incluir como integrante con voz y voto a un representante de la Confederación Patronal de la República Mexicana (COPARMEX), resulta conveniente señalar que en la Ley del Agua del Estado, dentro del Decreto por medio de la cual se expidió, se encuentra la parte relativa a la creación de diversos organismos públicos descentralizados de conformidad a lo establecido en la Constitución Política del Estada Libre y Soberano de Chihuahua, misma que señala en el Artículo 64, fracción XLI, que entre las facultades de este Congreso está la de “crear, a iniciativa del Poder que así lo requiera, organismos descentralizados y autorizar, a iniciativa del Poder Ejecutivo, la creación de empresas de participación estatal mayoritaria, así como de fideicomisos, patronatos o entidades similares que comprometan recursos públicos. Los correspondientes decretos establecerán la estructura orgánica y las funciones que se les asignen, así como la obligación del Ejecutivo de acompañar sus estados financieros a la cuenta pública anual;
”.
De igual manera el Artículo 93 relativo a las facultades y obligaciones del Gobernador del Estado, específicamente en su fracción XXXII, preceptúa como facultad de este, la de “Proponer al Congreso del Estado la creación de organismos descentralizados, empresas de participación estatal mayoritaria, fideicomisos, patronatos, comisiones y comités;”. 
Por otra parte el Artículo 77 de la citada Constitución local, establece que “En la abrogación, derogación, reforma o adición de cualquier ley o decreto, se observarán los mismos requisitos que para su formación, salvo cuando la derogación sea consecuencia de los resultados de un referéndum, en cuyo caso se dispensarán los trámites respectivos
.”
Como puede apreciarse, tratándose de organismos públicos descentralizados, específicamente en lo relativo a su estructura orgánica, si atendemos a lo establecido en el numeral 77 de la Constitución local, tenemos que para abrogar, derogar, reformar o adicionar cualquier ley o decreto, se deben observar los mismos requisitos que se siguieron para su creación, por lo que los integrantes de esta Comisión Especial del Agua, sin entrar al estudio de fondo de la Iniciativa,  advertimos que existe una condición que no se está cumpliendo, relativa a que la misma debe ser presentada por el titular del Poder Ejecutivo, por lo que, al ser una cuestión de debido proceso legislativo, nos impide pronunciarnos en cuanto al sentido de la iniciativa en comento, ya que si lo hiciéramos estaríamos violentando diversos Artículos de nuestro máximo ordenamiento estatal. 

Aunado a lo anterior, la misma precursora ha manifestado a los integrantes de esta Comisión Especial, por conducto de sus asesores ante la misma, su conformidad con la propuesta presentada por el Gobernador del Estado, ya que esta propone una modificación sustancial a la integración de los órganos de gobierno de las juntas central y municipales, por lo que se adhiere a la propuesta en mención. 
VI.- Ahora bien, en relación a la segunda de las propuestas analizadas en el presente dictamen, la formulada por el Diputado Miguel Alberto Vallejo Lozano, relativa a la incorporación en la Ley del Agua del Estado de Chihuahua de un capítulo, así como la reforma de diversos artículos, para crear el Sistema Estatal de Infiltración de Aguas Pluviales y desazolve de presas, cabe mencionar que los integrantes de esta Comisión Especial compartimos la preocupación no solo del Iniciador, sino también de la mayoría de la población del Estado, al ver cómo cada vez es más escaso el vital líquido, pues el ciclo hidrológico no se está realizando como en décadas anteriores, donde las lluvias eran puntuales y las recargas de los mantos freáticos constantes, lo que ha generado el abatimiento de las aguas superficiales y de las subterráneas.  

Ahora bien, por lo que respecta a la pretensión del iniciador de reformar y adicionar diversos numerales de la Ley del Agua del Estado, con la finalidad de establecer como obligación, tanto de Gobierno del Estado como de los 67 ayuntamientos, la creación de un Sistema Estatal de Infiltración de Aguas Pluviales, por medio de la realización y construcción de diversas estructuras hídricas, estudios para su mejor captación y desazolve de presas de jurisdicción federal y estatal, encontramos que para darle una total viabilidad a la propuesta, es necesario, dada su especialización por el requerimiento de conocimientos técnicos, que sea la propia Junta Central de Agua y Saneamiento del Estado quien haga un análisis de la propuesta con el objetivo de garantizar las mejores condiciones para su ejecución. Lo anterior derivado de que la realización de pozos de absorción o infiltración requieren de la autorización y el cumplimiento de la normatividad aplicable, emitida por la autoridad federal. 

No pasa desapercibido para los integrantes de esta Comisión Especial, que la propuesta en estudio puede transgredir lo establecido en el Artículo 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como a la Ley de Aguas Nacionales, pues de todos es conocido que las aguas del subsuelo así como sus afluentes son de competencia federal, según se desprende del párrafo quinto del citado numeral constitucional, por lo que se requiere de una concesión o autorización para infiltrar aguas a los acuíferos, lo cual se encuentra respaldado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, mediante Jurisprudencias del Pleno de la misma
, en las cuales queda manifiesta la competencia exclusiva de la Federación el regular la explotación, uso o aprovechamiento de las aguas del subsuelo, incluyendo su extracción y descarga o infiltración de aguas residuales para recargar acuíferos, entendidas como agua residuales también las aguas pluviales, por lo que en aras de no vulnerar la normatividad federal, es que estimamos oportuno no realizar la reforma pretendida.

Sin embargo estimamos viable realizar una reforma a la fracción VIII del artículo segundo para establecer que se creará un Sistema Estatal de Infiltración de agua pluvial en las zonas geográficas del Estado, para lo cual deberá basarse en los estudios que determinen los lugares susceptibles de recarga de acuerdo a su capacidad de infiltración y permeabilidad, previo convenio con la federación y de conformidad a lo establecido en el en el Reglamento.
VII.- En relación a la tercera de las iniciativas en estudio, los integrantes de esta Comisión Especial nos permitimos hacer los siguientes comentarios en relación a la propuesta del Gobernador Constitucional del Estado, Ciudadano Licenciado Javier Corral Jurado, respecto a la modificación de la estructura de los órganos de gobierno de la Junta Central de Agua y Saneamiento, así como de las Juntas Municipales y Rurales que hay en la Entidad y que son organismos públicos descentralizados del Poder Ejecutivo Estatal, además de la regulación que operará para los organismos operadores municipales dependientes de la autoridad municipal.
Como bien lo señala el iniciador, el objetivo principal de la presente propuesta de reforma y adición de diversos artículos de la Ley del Agua y de los Códigos Fiscal y Municipal, todos ordenamientos del Estado de Chihuahua, es para “mejorar a nivel estatal la administración y uso sustentable del agua, con la concurrencia de autoridades federales, estatales y municipales, así como la participación de la sociedad civil organizada” tendiente, entre otros puntos, a sentar las bases normativas para la buena administración de los organismos mencionados, así como de una efectiva coordinación entre éstos, las autoridades federales y la sociedad civil participante”.
Es por ello que, los integrantes de esta Comisión Especial, coincidimos con el iniciador en la necesidad de adecuar el marco normativo estatal en relación a la prestación del servicio público de agua potable, alcantarillado (a partir de esta reforma se le agrega el término sanitario a este rubro), saneamiento, tratamiento de aguas residuales y disposición final de lodos, a la realidad que impera en el Estado, ya que la labor que se realiza por conducto de las juntas municipales y rurales dependientes de la Junta Central de Agua y Saneamiento, así como por los propios ayuntamientos de diversos municipios de la Entidad, es vital para el desarrollo de los habitantes en general y en especial el económico, lo que se traducirá en una mejor calidad de vida con una competitividad y desarrollo de las diversas regiones de la Entidad. 

Ahora bien, vemos con agrado el interés que tiene el Ejecutivo Estatal para hacer una reingeniería que venga a eficientizar la prestación del servicio público de agua potable, alcantarillado sanitario, saneamiento, tratamiento de aguas residuales y disposición final de lodos, con la conveniente inclusión en la participación y toma de decisiones de los ciudadanos, dando una nueva percepción a la participación ciudadana en el Estado. 
De igual manera se percibe en la propuesta la disposición de generar una ley que empodere al ciudadano y acote la actuación de la autoridad, basada en los principios de transparencia, responsabilidad y rendición de cuentas, entre otros, además de que con la presente propuesta se establecen las reglas bajo las cuales habrá de darse la participación social en la toma de las decisiones. 
VIII.- Al entrar al análisis propio de la propuesta, tenemos que, en relación a la declaración pública e interés social, la prestación de los servicios públicos de agua,  alcantarillado sanitario, tratamiento de aguas residuales y disposición final de lodos, así como la realización de los estudios, proyectos y obras relacionados con los recursos hídricos en el marco del desarrollo sustentable del Estado, se incorpora la mitigación y adaptación del cambio climático como una herramienta más que deben prever la autoridad en materia del agua, con la finalidad de hacer un uso sustentable del vital líquido.
Además se incorpora en el cuerdo de la ley, específicamente en su artículo primero, el reconocimiento del derecho de todas las personas a tener acceso al agua para consumo personal y doméstico en forma suficiente, salubre y asequible, al saneamiento y disposición.
En relación al artículo segundo, se reforman diversas fracciones y se adiciona una, con la finalidad de ampliar la regulación del objeto de la ley del agua, al dotar nuevas atribuciones que tienen que ver con la prestación del servicio público de agua potable, alcantarillado sanitario, saneamiento, tratamiento de aguas residuales y disposición final de lodos, así mismo se reformas diversos artículos para adecuarlos  a lo anterior. 
Mención especial merece las reformas a las fracciones II y IX del artículo 7, el cual corresponde a las atribuciones de la Secretaría de Desarrollo Rural de Gobierno del Estado en materia de agua, en las que se armoniza lo relativo al drenaje pluvial. 

Por su parte el artículo tercero se reforma en su totalidad ya que se agregan nuevos conceptos al glosario que contiene dicho numeral, por lo que respecta a la reforma a la fracción primera del artículo cuarto de la ley en comento, es simplemente una adecuación al cambio de denominación de las juntas operadoras y los comités del agua. 
Ahora bien, en relación a la adición de un artículo cuarto bis, este tiene como finalidad incorporar los principios rectores de la política hídrica Estatal, para la presentación del servicio público y que además serán fundamentales en la aplicación e interpretación de las disposiciones contenidas en la presente ley. 
Al artículo sexto se le reforman las fracciones primera y tercera, con la finalidad de establecer como responsabilidad del Poder Ejecutivo, por conducto de la Junta Central, la garantía que tiene toda persona en la Entidad de acceder a la disposición y saneamiento del agua para consumo personal y doméstico en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible; así como la atribución de definir las bases, apoyos y modalidades para el acceso y uso sustentable de los recursos hídricos. 
También se adiciona una fracción doceava al artículo sexto, con la finalidad de establecer la facultad del Poder Ejecutivo, por conducto de la Junta Central, para coordinarse con los ayuntamientos que cuenten con organismos operadores municipales, para todo lo relacionado con los usos, aprovechamiento y servicios del agua, estableciendo además la obligación para las dependencias municipales a proporcionar la información que sea necesaria para la correcta coordinación y prestación de los servicios correspondientes. 
En relación al artículo noveno, se establece que la Junta Central de Agua y Saneamiento del Estado de Chihuahua gozará de autonomía técnica, operativa y de gestión, además de que, para el correcto desempeño de sus atribuciones la Junta Central contará con una Dirección Ejecutiva, una Dirección Financiera, una Dirección Jurídica, una Dirección Técnica, así como las direcciones, subdirecciones y demás unidades técnico administrativas que sean necesarias para cumplir sus objetivos.
De igual manera, atendiendo al nuevo Sistema Estatal Anticorrupción, contará con un Órgano de Control Interno, con dependencia jerárquica y funcional de la Secretaría encargada del Control Interno del Ejecutivo, con las facultades que determine la ley para prevenir, corregir e investigar actos u omisiones que pudieran constituir responsabilidades administrativas.

Por lo que respecta al artículo décimo, se reforman las fracciones primera y sexta del apartado A), denominado “En Materia Institucional”, por medio de las cuales se pretende establecer, en la primera, que además de la coordinación que debe haber en las acciones que emprenda el Estado con los municipios y los particulares así como con la Federación, cuando así corresponda, en obras de agua potable y saneamiento, dicha coordinación deberá existir también sea para la realización de obras de alcantarillado sanitario, saneamiento, tratamiento de aguas residuales y disposición final de lodos.
Ahora, la reforma a la fracción sexta se hace con la finalidad de que el Estado promueva el desarrollo de la investigación científica para la preservación, protección y restauración del agua en cantidad y calidad, incluyendo la difusión, formación y capacitación de recursos humanos a nivel estatal y municipal, para su aprovechamiento sustentable y uso racional, así como para la incorporación de procedimientos y tecnologías orientadas a su uso eficiente y conservación en la prestación de los servicios públicos.
En cuanto a las reformas a las fracciones I, II, V, VII, VIII, IX, XI y XII al apartado B) denominado “En Materia de servicios de agua potable, alcantarillado sanitario, saneamiento, tratamiento de aguas residuales y disposición de lodos”, del artículo décimo, podemos comentar que las mismas pretenden adecuar el contenido de las mismas fracciones a las nuevas definiciones de organismos operadores, así como a las atribuciones del nuevo Consejo de Administración de la Junta Central. 
En relación a las reformas y adiciones al numeral 11 de la Ley en comento, relativo a la integración del patrimonio de la Junta Central de Agua y Saneamiento, tenemos que además de las adecuaciones a las nuevas denominaciones de las figuras jurídicas contempladas por esta, también establece sanciones y obligaciones a cargo de las juntas municipales o juntas operadoras cuando no realicen la aportación del recurso económico que les corresponde dar, por lo que la omisión a la obligación señalada será sancionada en los términos que disponga la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Chihuahua y demás disposiciones aplicables.

Se estipula además que las aportaciones señaladas tienen el carácter de prioritarias y preferentes frente a cualquier otra erogación prevista por el presupuesto de egresos de las juntas operadoras, por lo que será responsabilidad de la Dirección Ejecutiva de cada una de las juntas operadoras vigilar el cumplimiento de lo anterior. De igual manera se establece que los ingresos percibidos con motivo del cobro de las tarifas por los servicios de laboratorio que presta a los usuarios, así como de cualquier otro ingreso obtenido por los servicios del mismo, deberán ser destinados exclusivamente para el uso, funcionamiento y mejoramiento del laboratorio
IX.- Ahora bien, a partir de la reforma al artículo 12 de la multicitada Ley se establece el cambio de paradigma en cuanto a la integración de los órganos de gobierno de los organismos públicos descentralizados regulados por esta, pues se privilegia la integración a la sociedad civil dándoles mayor participación, en especial al interior del Consejo de Administración de la Junta Central, el cual en la actualidad está integrado exclusivamente por personas que laboran para el Poder Ejecutivo, pasando a una integración plural a la que se incorporan posiciones para personas que representen a los siguientes sectores: una al académico o de investigación; dos al sector empresarial (de los cuales uno representará a la región norte y la otra del centro y del sur de la Entidad), así como una de los colegios de profesionistas relacionados con la problemática del agua. 
De igual manera se cambia la denominación de su órgano de gobierno al pasar de Consejo Directivo a Consejo de Administración, lo cual se replica para las juntas municipales y distritales, como organismos públicos descentralizados del Poder Ejecutivo. 

También se incluye la participación de la persona titular de la Dirección Local de la CONAGUA, así como de quien ocupe la presidencia de la Comisión Legislativa en la materia del Agua del Poder Legislativo. Por parte del Poder Ejecutivo, tenemos que serán integrantes del Consejo de Administración las personas que ocupen las secretarías General de Gobierno, de Hacienda, de Comunicaciones y Obras Púbicas, de Desarrollo Rural, de Desarrollo Urbano y Ecología, de Salud y la de Desarrollo Municipal, todas estas como parte de la administración centralizada. 
El Consejo de Administración contará con una Presidencia, cuyo nombramiento estará a cargo  del titular del Poder Ejecutivo, y una Secretaría que esta estará a cargo de la persona que ocupe la Dirección Jurídica de la Junta Central de Agua y Saneamiento. Cabe hacer la aclaración que quien ocupe la Secretaría contará con voz pero sin voto en las deliberaciones que se lleven a cabo en las reuniones del Consejo de Administración. 

Se preceptúa además la participaran en las reuniones del Consejo de Administración de la Junta Central, de las personas que ocupen la titularidad de las Direcciones Ejecutiva y Financiera, quienes tendrán derecho a voz, pero sin voto. 

De igual manera se establece que los cargos de la Consejería serán honoríficos, sin excepción, deberán desempeñar las funciones que el propio Consejo de Administración, la Ley y demás ordenamientos aplicables les asignen y ejercer por períodos cuya duración y escalonamiento provean al ejercicio autónomo de sus funciones, continuidad de sus acciones y equilibrio en sus decisiones.

Se adiciona un artículo 12 BIS con la finalidad de establecer los requisitos que deben cumplir las personas aspirantes a integrar el  Consejo de Administración de la Junta Central de Agua y Saneamiento de Gobierno del Estado en alguno de los espacios correspondientes a la participación ciudadana, y que son: Tener una representatividad regional; haberse desempeñado, durante al menos dos años, ya sea en los ámbitos profesional, empresarial, docente, o de investigación, en actividades que proporcionen la experiencia necesaria en el sector del agua y/o administrativa para cumplir con las funciones de Consejería de la Junta; no haber sido funcionario público de cualquier orden de gobierno en el año inmediato anterior, ni haber ocupado cargos de elección popular o directivos en partido político alguno en los tres años inmediatos anteriores al día de la designación; no haber sido condenado, mediante sentencia firme, por delito doloso que le imponga pena de prisión, y tratándose de delitos patrimoniales dolosos, cualquiera que haya sido la pena; y por último, para que pueda desempeñar sus funciones sin conflicto de interés y sin estar supeditado a intereses personales y/o económicos, no deberán ser prestadores de servicios, proveedores, contratistas, deudores o acreedores o empleados de la Junta Central o de cualquiera de las juntas operadoras u organismos operadores municipales del Estado en general, concesionarios, consejeros, asesores o empleados de una persona moral que sea prestador de servicios, proveedor, contratista, deudor o acreedor de la Junta Central o cualquiera de las juntas operadoras u organismos operadores municipales del Estado en general.

En relación a la adición de un numeral 12 TER, este es con la finalidad de establecer el procedimiento y las reglas para designación o renovación escalonada de las personas que aspiran a ocupar uno de los cargos dentro del Consejo de Administración, correspondientes a la participación ciudadana, para ello se emitirá la convocatoria pública abierta, se definirá el método para la evaluación, así como  las fechas y los plazos para la elección, en la que podrá participar cualquiera que tenga la ciudadanía mexicana que cumpla con los requisitos que señala la presente Ley.

Dentro del mismo artículo se preceptúa que las personas que aspiran a ocupar uno de los cargos dentro del Consejo de Administración, correspondientes a la participación ciudadana, serán electos en el tercer y noveno semestres de cada administración estatal y entrarán en funciones al inicio del cuarto y décimo semestres, respectivamente, así como que podrán ser ratificados por el Consejo, por un período inmediato, en una sola ocasión.

Para cada una de las consejerías ciudadanas se nombrará un suplente, quien entrará en funciones en caso de renuncia o remoción y previo llamado de la Presidencia del Consejo de Administración por el término restante de su período. 

Los cargos de las Consejerías deberán desempeñar las funciones que la Ley, los ordenamientos aplicables y el Consejo de Administración, les asignen, y ejercer por períodos cuya duración y escalonamiento provean al ejercicio autónomo de sus funciones, continuidad de sus acciones y equilibrio en sus decisiones.

La reforma al artículo 13 es con la finalidad de establecer lo relativo a la periodicidad con que debe reunirse el Consejo de Administración de la Junta Central de Agua y Saneamiento del Estado de Chihuahua, ya sea de manera ordinaria o extraordinaria; así como quien dirigirá las reuniones en este caso quien ocupe la presidencia, el quórum necesario para que sean validos los acuerdos tomados y la misma reunión en sí, debiendo ser públicas sus reuniones y transmitirse en vivo, teniendo el orden del día un carácter trascendental, pues este será la base para el desahogo de los asuntos, el cual deberá ser entregado a los integrantes del Consejo de Administración con dos días de anticipación en el caso de las reuniones ordinarias y en el caso de las extraordinarias será con doce horas de anticipación. 
También se establece que sus acuerdos y determinaciones se tomarán por mayoría simple de votos de las personas presentes y, en caso de empate, tendrá la Presidencia voto de calidad, debiendo asentar los acuerdos tomados en el acta correspondiente, en la que se consignará, por lo menos, los integrantes del consejo que estuvieron presentes y las resoluciones aprobadas, misma que deberá ser inscrita en el Libro de Actas que para cada año corresponda. 
Con la adición del artículo 13 BIS se establece cuáles serán las facultades del Consejo de Administración de la Junta Central,  ya que en la actualidad no existen dichas facultades. 
Por lo que respecta a la adición del artículo 14 BIS, en este se señalan los requisitos que debe cumplir la persona que ocupe el cargo de titular de la dirección ejecutiva, la cual es una figura nueva dentro de la estructura de la Junta Central, para ello tenemos que debe contar con estudios profesionales y haberse desempeñado en actividades que proporcionen la experiencia técnica y administrativa, necesaria para cumplir con sus funciones y para que pueda desempeñar sus funciones sin conflicto de interés y sin estar supeditado a intereses personales y/o económicos, no deberán ser prestadores de servicios, proveedores, contratistas, deudores o acreedores de la Junta Central o cualquiera de las juntas operadoras u organismos operadores municipales del Estado en general, concesionarios, consejeros, asesores o empleados de una persona moral que sea prestador de servicios, proveedor, contratista, deudor o acreedor de la Junta Central o cualquiera de las juntas operadoras u organismos operadores municipales del Estado en general.
Además de señalar que quien ocupe la titularidad de la Dirección Ejecutiva de la Junta Central será aprobada por el Consejo, a propuesta de quien lo Presida y participará en las reuniones del Consejo de Administración con derecho a voz, pero sin voto.

La reforma al numeral 15 es para establecer cuáles son las facultades de la Presidencia del Consejo de Administración, y con la adición del artículo 15 BIS, se establecen las facultades y obligaciones de la Dirección Ejecutiva, la cual, como ya lo mencionamos anteriormente, es una figura nueva dentro de la estructura de la Junta Central, encargada de llevar la administración de esta, dejando a la Presidencia la dirigencia y representación del Consejo de Administración. 
En relación a las reformas y adiciones de los artículos 16 y 17 de la Ley de marras, son para armonizarlas con las demás reformas a la estructura de la Junta Central y sus facultades. 
X.- Continuando con el análisis de la iniciativa formulada por el Ciudadano Gobernador del Estado, tenemos que a partir del artículo 19 se da otro cambio importante en la estructura y conformación las juntas municipales y sus consejos de administración, desde la denominación de capítulo IV del Libro Primero, que a partir de la presente reforma se denominará “De las Juntas Operadoras”. Se pretende además dar una nueva estructura a las juntas municipales con la finalidad de eficientizar la prestación del servicio público del agua y alcantarillado sanitario. 

Se establece que para el correcto desarrollo de sus atribuciones las juntas municipales contarán con una Dirección Ejecutiva, y de acuerdo a su capacidad financiera, podrán contar además con las Direcciones Financiera, Jurídica, Técnica, así como con las direcciones, subdirecciones y demás áreas técnico administrativas necesarias para cumplir con sus objetivos.
De igual manera, atendiendo a la nuevo Sistema Estatal Anticorrupción, contará con un Órgano de Control Interno, con dependencia jerárquica y funcional de la Secretaría encargada del Control Interno del Ejecutivo, con las facultades que determine la ley para prevenir, corregir e investigar actos u omisiones que pudieran constituir responsabilidades administrativas.

En relación al artículo 20, se preceptúa la nueva conformación del Consejo de Administración que, como órgano de gobierno, tendrán las juntas municipales u operadoras. En este numeral queda de manifiesto la intención del iniciador de privilegiar la participación ciudadana por encima de los intereses o políticas públicas del Gobierno en turno. 
Es por lo anterior que el Consejo de Administración de la Junta Municipal correspondiente contará con una Presidencia, cuyo titular será nombrado y removido por el Consejo de Administración de la Junta Central, a propuesta de una terna que le envíe el Consejo de Administración de la junta municipal, la cual estará conformada por personas externas al propio Consejo de Administración de la junta municipal y deberá representar la pluralidad de los integrantes; una Secretaría, nombramiento que recaerá en quien ocupe la Dirección Jurídica o Financiera, con voz, pero sin voto; así como con doce Consejerías, que serán ocupadas por las personas titulares de las dependencias gubernamentales o los representantes de los sectores siguientes:
a. La titular de la Presidencia Municipal, quien podrá nombrar un suplente que tenga el cargo de titular de la Dirección de Desarrollo Urbano o, en su caso, de la Dirección de Obras Públicas.
b. Cuatro representantes de Gobierno del Estado, quienes deberán ser:
1. Una persona de la Secretaría de Hacienda, designada por quien ocupe la titularidad de esa Secretaría.

2. Una persona de la Junta Central, designada por la persona titular de la Dirección Ejecutiva.  

3. Una persona de la Secretaría de Salud, designada por quien ocupe la titularidad de dicha Secretaría.

4. Una persona de la Secretaría de Desarrollo Rural, designada por quien ocupe la titularidad de esa Secretaría.

c. Quien ocupe la Presidencia de la Comisión de Desarrollo Urbano o de Obras Públicas del Ayuntamiento.
d. Un representante del sector académico y/o investigación.
e. Tres representantes del sector empresarial.
f. Un representante de los Colegios de Profesionistas, relacionados con la problemática del agua.
g. Un representante de la Sociedad Civil Organizada relacionados con la problemática del agua.
En el caso de que en alguno de los municipios no se cuente con alguna de las organizaciones o colegios señalados, se considerarán en su lugar representantes de las organizaciones de productores, profesionistas u organizaciones de la sociedad civil con mayor representatividad en el municipio, siempre y cuando cumplan con los requisitos señalados en la presente Ley.

Por lo que respecta a la adición del artículo 20 BIS, en este se establece que la persona que ha de ser titular de la Presidencia del Consejo, será electa en el segundo y octavo semestres de cada administración estatal, por el Consejo de Administración de la Junta Central, a propuesta de una terna enviada por el propio Consejo de Administración de la Junta Municipal que corresponda, y entrará en funciones al inicio del tercero y noveno semestres, respectivamente, con posibilidad de ser ratificada por un período inmediato, en una sola ocasión. Su cargo será honorífico y podrá ser removida de sus funciones por causas graves, con el voto de la mayoría de los miembros del Consejo de Administración de la Junta Central.
Ahora bien, en lo que respecta a la adición del artículo 20 TER, en él se preceptúa, al igual que para los integrantes ciudadanos del Consejo de Administración de la Junta Municipal que corresponda,  los requisitos que deben reunir las personas aspirantes a ocupar un cargo como integrante, y que son: Haberse desempeñado, durante al menos tres años, ya sea en los ámbitos profesional, empresarial, docente, o de investigación, en actividades que proporcionen la experiencia necesaria en el sector del agua y/o administración para cumplir con las funciones de Consejería de la Junta; no haber sido funcionario público de cualquier orden de gobierno, ni haber ocupado cargos de elección popular o directivos en partido político alguno, en los tres años inmediatos anteriores al día de la designación; no haber sido condenado mediante, sentencia firme, por delito doloso que le imponga pena de prisión, y en tratándose de delitos patrimoniales dolosos, cualquiera que haya sido la pena; y por último, para que pueda desempeñar sus funciones sin conflicto de interés y sin estar supeditado a intereses personales y/o económicos, no deberán ser prestadores de servicios, proveedores, contratistas, deudores, acreedores o empleados de la Junta Central o cualquiera de las juntas operadoras u organismos operadores municipales del Estado en general, concesionarios, consejeros, asesores o empleados de una persona moral que sea prestador de servicios, proveedor, contratista, deudor o acreedor de la Junta Central o cualquiera de las juntas operadoras u organismos operadores municipales del Estado en general.

En relación a la adición de un numeral 20 CUÁTER, este es con la finalidad de establecer el procedimiento y las reglas para designación o renovación de las personas que aspiran a ocupar uno de los cargos dentro del Consejo de Administración de la Junta Municipal, correspondientes a la participación ciudadana, para ello se emitirá una convocatoria pública abierta, se definirá el método para la evaluación, así como  las fechas y los plazos para la elección, en la que podrá participar cualquiera que tenga la ciudadanía mexicana que cumpla con los requisitos que señala la presente Ley.

Dentro del mismo artículo se preceptúa que las personas que aspiran a ocupar uno de los cargos dentro del Consejo de Administración, correspondientes a la participación ciudadana, serán electos en el tercer y noveno semestres de cada administración estatal y entrarán en funciones al inicio del cuarto y décimo semestres, respectivamente, así como que podrán ser ratificados por el Consejo, por un período inmediato, en una sola ocasión.

Para cada una de las consejerías ciudadanas se nombrará un suplente, quien entrará en funciones en caso de renuncia o remoción y previo llamado de la Presidencia del Consejo de Administración por el término restante de su período. 

Los cargos de las Consejerías serán honorarios y deberán desempeñar las funciones que la Ley, los ordenamientos aplicables y el Consejo de Administración les asignen, y ejercer por períodos cuya duración y escalonamiento provean al ejercicio autónomo de sus funciones, continuidad de sus acciones y equilibrio en sus decisiones.

Así mismo señala el citado numeral adicionado que los integrantes del Consejo que se desempeñan como servidores públicos durarán en el cargo el término que dure su responsabilidad.
Por lo que respecta a la adición del artículo 20 QUINQUIES, en este se establece que la persona que ocupe la titularidad de la Dirección Ejecutiva de la Junta Municipal será nombrada y removida por el Consejo de Administración de la Junta Central, a propuesta de una terna que presente el Consejo de Administración de la Junta Municipal. Participará en las reuniones del Consejo de Administración de la Junta Municipal con derecho a voz pero sin voto.
En relación a la reforma al artículo 21, es con la finalidad de establecer lo relativo a la periodicidad con que debe reunirse el Consejo de Administración de las juntas municipales de Agua y Saneamiento del Estado de Chihuahua, ya sea de manera ordinaria o extraordinaria; así como quién dirigirá las reuniones, en este caso quien ocupe la presidencia; el quórum necesario para que sean validos los acuerdos tomados; la transmisión en vivo de las reuniones; y el carácter trascendental del orden del día, pues este será la base para el desahogo de los asuntos, el cual deberá ser entregado a los integrantes del Consejo de Administración con dos días de anticipación en el caso de las reuniones ordinarias, y en el caso de las extraordinarias será con doce horas de anticipación. 

De igual manera se establece que sus acuerdos y determinaciones se tomarán por mayoría simple de votos de las personas presentes y, en caso de empate, tendrá la Presidencia voto de calidad, debiendo asentar los acuerdos tomados en el acta correspondiente, en la que se consignarán, por lo menos, los integrantes del consejo que estuvieron presentes y las resoluciones aprobadas, misma que deberá ser inscrita en el Libro de Actas que para cada año corresponda.
Por lo que respecta a la adición del artículo 21 BIS, es con la finalidad de establecer las atribuciones que tendrá el Consejo de Administración de las juntas municipales o juntas operadoras. Así mismo la reforma al numeral 22 es para adecuar las facultades de las juntas municipales o juntas operadoras a la nueva estructura de gobierno de las mismas. 
Ahora bien, las adiciones de los artículos 23 BIS y 23 TER, son para establecer los requisitos que deben reunir las personas que aspiren a ocupar los cargo de titular de la Presidencia y de la Dirección Ejecutiva, ambas de la junta municipal, los cuales son los mismos que para los de la Junta Central. 
La reforma al numeral 24 de la ley del agua, es para determinar las facultades que tendrá la presidencia del Consejo de Administración de las juntas operadoras, así como la adición del artículo 24 Bis, en el cual se establecen las atribuciones de las direcciones ejecutivas de las juntas municipales. 
Por su parte la reforma al artículo 25 es para adecuar la denominación de la Secretaría del Consejo de Administración de las juntas operadoras y establecer que esta institución tendrá las misas facultades que la secretaría del Consejo de Administración de la Junta Central; así mismo se adiciona un artículo 25 BIS con la finalidad de establecer que la Dirección Financiara de las juntas municipales además de las facultades de la Dirección Financiara de la Junta Central, contará con las siguientes: formular el anteproyecto de presupuestos de ingresos y egresos, y someterlo a la aprobación del Consejo de Administración; formular el anteproyecto de los derechos de cobro, las tarifas y sus modificaciones, y someterlo a la aprobación del Consejo de Administración; determinar los créditos fiscales y ejercer la facultad económica coactiva; designar y delegar a los funcionarios públicos necesarios para llevarla a cabo, así como emitir las resoluciones correspondientes, en términos del Código Fiscal del Estado de Chihuahua y demás ordenamientos aplicables, y calificar las infracciones y sanciones a esta Ley y demás normas aplicables e imponer las sanciones que procedan.

La reforma al numeral 26 es para adecuar su contenido a las nuevas definiciones de las juntas municipales u operadoras, así como al Consejo de Administración de las mismas. 
Se adiciona un artículo 27 BIS a la Ley del Agua, con la finalidad de dotar al Poder Ejecutivo del Estado de la posibilidad de crear las juntas distritales de agua y saneamiento como organismos públicos descentralizados de este poder, bajo la coordinación sectorial de la Junta Central, de conformidad con lo señalado en los artículos 42 y 43 de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo, facultados para la prestación de los servicios de agua, alcantarillado sanitario, saneamiento, tratamiento de aguas residuales y disposición final de lodos, de una demarcación geográfica determinada y bajo la estructura orgánica, atribuciones y domicilio que serán las que apruebe el Consejo de Administración de la Junta Central.

El establecimiento de estas juntas distritales se determinarán en base a criterios de autosuficiencia técnica, administrativa y financiera, con la finalidad de contar con una prestación adecuada de los servicios públicos a cargo de las juntas operadoras pudiendo comprender, de forma total o parcial, uno o varios municipios, una o varias juntas municipales, juntas rurales o comités del agua, en su caso, siendo necesario para su creación la presentación ante este H. Congreso del Estado, de la correspondiente iniciativa de Decreto, formulada por el titular del Poder Ejecutivo. 
En cuanto a su organización y funcionamiento, se regirán por lo establecido en la presente Ley. En lo que se refiere a las juntas municipales, cada una de las poblaciones que formen parte del distrito de servicio, siempre que no pertenezcan a la cabecera del mismo, podrá designar a un representante, mismo que, previa solicitud, podrá participar en las sesiones del Consejo de Administración que lo supedite, con voz pero sin voto.

XI.- Ahora bien, se adiciona un capítulo IV BIS, denominado “De las Autoridades Municipales”, así como los artículos 27 TER, 27 CUÁTER y 27 QUINQUIES, con la finalidad establecer y separar las atribuciones de los organismos operadores municipales dependientes directamente de las presidencias municipales, de las juntas municipales u operadoras dependientes de la Junta Central de Agua y Saneamiento. 
Por lo que hace a los dos primeros de los artículos se reconoce a los municipios, en los términos del artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y del artículo 138 de la Constitución Política del Estado de Chihuahua, la función que tienen a su cargo de los servicios públicos de agua potable, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales, observando lo establecido en esta Ley y las disposiciones de la Ley de Aguas Nacionales, considerando como servicios públicos todos aquellos prestados a usuarios que no posean derechos propios de explotación de aguas o vertido a cauces nacionales o de jurisdicción estatal.

De igual manera se establece que los municipios, previo acuerdo entre sus Ayuntamientos, podrán coordinarse y asociarse para la más eficaz prestación de los servicios públicos o el mejor ejercicio de las funciones que les correspondan. En este caso, y tratándose de la asociación de municipios de dos o más Estados, deberán contar con la aprobación de la Legislatura del Estado. Así mismo, cuando a juicio del Ayuntamiento respectivo sea necesario, podrán celebrar convenios con el Estado para que este, de manera directa o a través del organismo correspondiente, se haga cargo en forma temporal de algunos de ellos, o bien se presten o ejerzan coordinadamente por el Estado y el propio municipio.

Cuando los municipios soliciten la transferencia para la prestación de los servicios de agua, alcantarillado sanitario, saneamiento, tratamiento de aguas residuales y disposición final de lodos, se atenderá a lo dispuesto por la presente Ley, la Ley para la Transferencia de las Funciones y Servicios Públicos Municipales en el Estado de Chihuahua y demás aplicables.

También se establece que de acuerdo con el artículo 115 Constitucional y la Ley de Aguas Nacionales, corresponde a los Municipios el saneamiento de las aguas residuales de los servicios a su cargo, por lo que el servicio de saneamiento será inherente a la prestación del servicio de agua potable, lo mismo que el pago de derechos y sanciones por vertido a cauces nacionales o de jurisdicción estatal.

La adición del artículo 27 QUINQUIES, es con el objetivo de establecer que los ayuntamientos de los municipios serán corresponsables con los organismos operadores municipales para la prestación de los servicios públicos de agua potable, alcantarillado sanitario, saneamiento, tratamiento y disposición final de sus aguas residuales, a través de vigilar la organización, administración y funcionamiento del organismo operador; auditar y fiscalizar, en su caso, todos los ingresos y egresos del organismo operador municipal, sin perjuicio de las facultades del Congreso del Estado y del Poder Ejecutivo, a través de la Junta Central y de otras autoridades en la materia; la verificación de la calidad del agua potable suministrada, para que cumpla con las normas oficiales establecidas y el cumplimiento del tratamiento de sus aguas residuales, por mencionar algunas. 

Al artículo 28 se le adicionan tres párrafos con la finalidad de preceptuar que los organismos operadores municipales serán organismos públicos descentralizados del Municipio en el que operan, con personalidad jurídica y patrimonios propios, así como autonomía técnica, financiera y administrativa, facultados para la prestación de los servicios de agua potable, alcantarillado sanitario, saneamiento, tratamiento de aguas residuales y disposición final de lodos, requeridos dentro del territorio municipal, conforme a lo establecido en los artículos 29 y 180 del Código Municipal para el Estado de Chihuahua. Su domicilio legal será dentro del municipio en el que operen.

De igual manera se establece que, para el correcto desarrollo de sus atribuciones, los organismos operadores municipales contarán con una Dirección Ejecutiva y, de acuerdo a su capacidad financiera, podrán contar con una Dirección Financiera, una Jurídica, una Técnica, así como con las direcciones, subdirecciones y demás áreas técnico administrativas necesarias para cumplir con sus objetivos.

También contará con un Órgano de Control Interno, con dependencia jerárquica y funcional de la Secretaría encargada del Control Interno del Ejecutivo, con las facultades que determine la ley para prevenir, corregir e investigar actos u omisiones que pudieran constituir responsabilidades administrativas.

Se reforma el artículo 29 con el objeto de establecer las atribuciones de los organismos operadores municipales en materia institucional y en materia de servicios de agua potable, alcantarillado sanitario, saneamiento, tratamiento de aguas residuales y disposición final de lodos.
En cuanto al artículo 30, este se reforma para establecer cómo se integrará el patrimonio de los organismos operadores municipales, y el numeral 31 se reforma para preceptuar que los ingresos que obtengan por la prestación de los servicios establecidos en la presente Ley, en todo momento deberán destinarse al mejoramiento del servicio, sin que, por ningún motivo, los municipios puedan disponer de estos ingresos para fines distintos al objeto establecido en la presente Ley, esto con la finalidad de que se dé un continuo mantenimiento a las líneas de conducción de los servicios así como para la compra y mantenimiento de los equipos inherentes a tales servicios, y que en caso de incumplimiento se impondrán las sanciones administrativas y/o penales que correspondan.

También se establece la obligación para los organismos operadores municipales de crear un Sistema de Cuotas y Tarifas que considere los distintos usos del agua; promueva el uso eficiente del recurso; racionalice los patrones de consumo; desaliente las actividades que impliquen demandas excesivas y propicie el uso de agua residual tratada en aquellas actividades donde no se requiera agua potable, el cual tomará como base para su determinación, los siguientes criterios de legalidad:

a) El porcentaje de incremento de los insumos.

b) Los costos de extracción de agua, según la zona.

c) Los incrementos en el costo por consumo de energía eléctrica.

d) Los incrementos en el servicio de cuota fija.
e) Los incrementos en el servicio medido.

f) El pago de derechos federales de extracción.

g) Los gastos de operación.

h) Los gastos administrativos.

i) Los gastos de saneamiento.

j) Las inversiones propias.
Continuando con los organismos operadores municipales, se propone adicionar los artículos 31 BIS, 31 TER, 31 CUÁTER, 31 QUINQUIES, 31 SEXIES, 31 SEPTIES, 31 OCTIES, 31 NONIES, 31 DECIES, 31 UNDECIES y 31 DUODECIES, por medio de los cuales se regula todo lo relativo al Consejo de Administración y su integración, que a diferencia de los del Poder Ejecutivo, estos tendrán seis consejerías; también los requisitos que deben cumplir las personas que aspiren a ocupar alguna de las consejerías ciudadanas y la manera en que serán convocados y evaluados las aspirantes. 

De igual manera se establece lo relativo a las sesiones del Consejo de Administración de los organismos operadores municipales; el quórum necesario para que sea válida la reunión y sus determinaciones tomadas; cómo se aprobaran los asuntos y en caso de empate quién tiene el voto de calidad; lo que debe contener las actas de las reuniones, así como la obligación de que sus reuniones serán públicas y en la medida de sus posibilidades tecnológicas ser transmitidas en vivo. 
También se preceptúan las facultades del Consejo de Administración de los organismos operadores municipales; así como se elegirán a las personas que ocuparan la titularidad de las direcciones ejecutivas de dichos organismos, y los requisitos que deben reunir. 
Además se establecen cuales serán las atribuciones de la Presidencia del Consejo de Administración de los organismos operadores municipales y las facultades y obligaciones de las direcciones ejecutivas de los mismos; de igual manera se señalan cuáles será las facultades de la dirección financiera.

XII.- Por lo que hace a la reforma del artículo 33, párrafos segundo y tercero, esta es con la finalidad de incluir por una parte, además de los desarrolladores y fraccionadores, a cualquier tipo de inversionistas, en la obligación que tienen de realizar las obras para conectarse a las redes generales de infraestructura hidráulica existente, previa factibilidad de servicios, incorporando la factibilidad de volúmenes de agua. De igual manera se establece la obligación de este tipo de constructores que en el supuesto de que no exista la factibilidad de volúmenes de agua, deberán aportar las concesiones y fuente por los volúmenes requeridos, en su caso, y trasmitirlas al organismo operador de manera gratuita, en los términos que señale el reglamento.   

En el tercer párrafo se establece que las obras ejecutadas en los términos del párrafo anterior, se transmitirán a título gratuito a la junta operadora u organismo operador municipal encargado de prestar el servicio y formarán parte de su patrimonio bajo el régimen de dominio público, agregando que por esta razón, no se formalizará ningún acto jurídico, administrativo o financiero que contravenga o tenga como consecuencia evadir lo dispuesto en el presente artículo.

Al artículo 37 se le reforma la fracción IV y se le adicionan dos fracciones con la finalidad de establecer como usos específicos en que puede prestarse el servicio de agua potable a edificios públicos gubernamentales; escuelas, que a su vez se divide en públicas y privadas (esto en atención que las segundas realizan una actos de comercio); así como aquellos otros que determine el Reglamento de esta Ley.

En el caso de las reformas a los artículos 39, primer párrafo, 40 y 45, primero y segundo párrafos, obedecen a una adecuación a las reformas anteriores en cuanto a las denominaciones de los diversos entes públicos en materia de prestación del servicio público materia de esta Ley, ya sea que se trate del Estado o de los municipios, así como de sus respectivos órganos de gobierno. 
De igual manera la reforma al artículo 93 de la ley en comento, es con la finalidad de facilitar al ciudadano el acceso a los medios de defensa ante los actos de autoridad relacionados con la aplicación de esta legislación, así como para establecer que en lo no previsto se aplicará supletoriamente el Código de Procedimientos Civiles del Estado de Chihuahua. También se preceptúa que por los actos y resoluciones de las juntas operadoras y de la propia Junta Central se tramitará y substanciará ante la Junta Central de Agua y Saneamiento del Estado, del recurso de revocación, siguiendo procedimiento establecido en el Código Fiscal del Estado de Chihuahua y por el Código Administrativo para el Estado de Chihuahua, según corresponda. 
Se reforma el segundo párrafo del citado artículo, para establecer que el recurso de revocación de los actos y resoluciones de las juntas operadoras y de la propia Junta Central, se tramitará y substanciará ante la Junta Central. 

Se adicionan dos párrafos al artículo 93, para señalar en el primero de ellos, que el recurso de revisión de los actos y resoluciones de las juntas operadoras se tramitará y substanciará ante la Junta Central y tratándose de los de esta última, será ante la Secretaría General de Gobierno. 

En relación al segundo de los párrafos adicionados, es para establecer que las facultades concedidas a las autoridades fiscales estatales las tienen las juntas operadoras en el ámbito de su competencia
Por último se adiciona un Título Quinto denominado “De las Reformas a la Ley”, así como un artículo 94, en el cual se establece que la presente Ley puede ser adicionada, modificada, reformada o abrogada. Para que las adiciones, modificaciones, reformas o derogaciones  lleguen a ser parte de la misma, se requiere que el Congreso del Estado, por el voto de cuando menos las dos terceras partes de los integrantes presentes, lo acuerde, salvo que se traten de adecuaciones a la legislación nacional en la materia.
XII.- Ahora bien, por lo que respecta a la reforma el artículo 31, segundo párrafo, del Código Fiscal del Estado de Chihuahua, en lo relativo a los derechos que cobra el Poder Ejecutivo por la prestación de diversos servicios públicos, esta es con la finalidad de adecuar dicho párrafo a las reformas anteriores en cuanto a las denominaciones de los diversos entes públicos en materia de prestación del servicio público materia de esta Ley, ya sea que se trate del Estado o de los municipios, así como de sus respectivos órganos de gobierno.
En relación a las reformas a los artículos 29, en su fracción VI, y 180, en su fracción II, ambos del Código Municipal para el Estado de Chihuahua, estas son de igual manera una armonización a las reformas anteriores en cuanto a las denominaciones de los diversos entes públicos en materia de prestación del servicio público inherente a la Ley del Agua del Estado de Chihuahua; estableciendo, así mismo, la designación de titulares de las órganos de gobierno y dirección, sujetando todo lo anterior a la misma legislación estatal.
XIII.- Por lo que respecta a la última de las iniciativas en estudio, los integrantes de esta Comisión Especial coincidimos con el precursor en que “el mantenimiento de las líneas generales y la red pública de conducción debe de estar a cargo de los organismos operadores, es decir, por parte de las juntas municipales”, y no al usuario ya que ello genera un gasto excesivo a ellos, además de que cuando se realiza del servicio público de agua y alcantarillado sanitario, este debe contemplar el pago de la reparación de las líneas de conducción y distribución del agua, por lo que estimamos viable el realizar la reforma al artículo 36 de la ley del Agua del Estado de Chihuahua.
En relación a la reforma del segundo párrafo del artículo 45, también vemos con agrado la propuesta del iniciador en el sentido de que el propietario o posesionario de un inmueble no lo vaya a ocupar por un periodo de tiempo, este pueda optar por suspender el servicio, en lugar de cancelar, o pagar una cuota mínima durante el plazo que esté solo el inmueble, lo que más le convenga, pero además de que en caso de que se suspenda el servicio público del agua y alcantarillado sanitario, cuando requiera realizar la reconexión del servicio, pague exclusivamente los gastos que origine el conectarlo.
Toda vez que como está actualmente la redacción del segundo párrafo del artículo 45, este resulta violatorio del principio de proporcionalidad tributaria al obligar a pagar el derecho sobre el agua no utilizada o aprovechada, pues ello se traduce en el pago del derecho sobre el uso del servicio de agua y alcantarillado sanitario, sin que se produzca el hecho que debe generar el derecho y que justifica su pago, como lo es el uso del servicio referido que reporte un beneficio concreto e individualizado al gobernado, es decir, se establece una carga tributaria que no se justifica al no producirse el hecho que debe generarla, a saber, el uso de un bien del dominio público y, asimismo, al no existir este hecho no es posible fijar cuotas para el pago del derecho, pues estas deben relacionarse con el uso real que del bien hace el propietario o posesionario del inmueble, con el beneficio que debe obtener y con la naturaleza del bien utilizado, lo que en el caso no acontece en la medida que no hay uso de ningún bien del dominio público de la nación; lo anterior encuentra sustento en la Tesis Jurisprudencial P./J. 95/2000, denominada “Aguas Nacionales. El Artículo 222 de la Ley Federal de Derechos Vigente en mil novecientos noventa y ocho, en cuanto establece la obligación de su pago sobre el volumen de agua concesionada que no es explotada, usada o aprovechada, viola el principio de proporcionalidad tributaria, previsto en el artículo 31, fracción IV, Constitucional
”.

De igual manera resulta procedente la reforma al artículo 34, ya que esta se trata solamente de una armonización a la anterior, al eliminar la obligación para los usuarios del servicio público de agua y alcantarillado sanitario, de realizar pago alguno aunque no se haga uso de los servicios. 
En relación a la propuesta de adicionar un artículo 75 Bis, estimamos que la misma es procedente, además de que servirá a la autoridad estatal para regular de manera clara las aguas de jurisdicción estatal, permitiendo el adecuado aprovechamiento y control de dichas aguas, ya que como bien lo menciona el precursor actualmente se carece de tal catálogo, no solo en nuestra Entidad sino en todo el país, lo que genera desperdicios del vital líquido así como conflictos entre los ciudadanos por su falta de regulación. 
Cabe hacer mención que más del 80 por ciento del agua que se utiliza en nuestro país es para uso agrícola, resulta necesario regular la utilización de las aguas superficiales de jurisdicción estatal, lo que seguramente permitirá hacer un uso sustentable del agua agrícola, ya que en la actualidad las campañas de la cultura del agua están enfocadas al sector urbano e industrial que son los que menos consumen, por lo que debemos enfocar las baterías hacia el sector agropecuario con la finalidad de fomentar el uso de tecnologías ahorradoras en el consumo del vital líquido. 
XIV.- Por último los artículos transitorios están diseñados para permitir la entrada en vigor de las reformas de manera armónica,  además de establecer las reglas para la transición de los Consejos Directivos a Consejos de Administración de los diversos entes públicos, así como los plazos en que deberán quedar constituidos estos órganos de gobierno de los organismos públicos descentralizados. 
También se establece en estos artículos que, a partir de la entrada en vigor del presente Decreto, cuando se haga referencia al alcantarillado en la Ley del Agua o cualquier otra legislación estatal, se entenderá que se refiere al alcantarillado sanitado y por lo que respecta al drenaje, se referirá al drenaje pluvial, con la finalidad de evitar una mala interpretación o confusión de los conceptos y las atribuciones de las autoridades locales. 

De igual manera se preceptúa que a partir de la entrada en vigor del presente Decreto, el diseño, ejecución, supervisión y mantenimiento del drenaje pluvial será responsabilidad de las autoridades municipales, toda vez que, como fue analizado al interior de los trabajos de la mesa técnica el drenaje pluvial, es competencia de la autoridad municipal de conformidad a la Ley de Desarrollo Urbano Sostenible del Estado de Chihuahua, la cual establece como atribución de estas el establecer los sistemas de alcantarillado sanitario y drenaje pluvial, de saneamiento y disposición o reúso de aguas residuales.
Después de todo lo anterior, los integrantes de esta Comisión Especial del Agua, estamos satisfechos con el trabajo realizado y conscientes de que estas reformas servirán de base para la prestación de un servicio de calidad acorde a lo que los chihuahuenses se merecen. 
Sea pues esta acción legislativa un eslabón más en la consecución de un Chihuahua que impulse el desarrollo de la sociedad, por medio de la prestación de un servicio público de agua y alcantarillado sanitario eficiente y eficaz, que venga a garantizar un uso sustentable del vital líquido que permita la supervivencia a las generaciones futuras. 
Por lo anteriormente expuesto, con fundamento en los artículos 57 y 58 de la Constitución Política del Estado; 87, 88 y demás aplicables de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Chihuahua, nos permitimos someter a la consideración de este Alto Cuerpo Colegiado el siguiente proyecto de: 
D E C R E T O
ARTÍCULO PRIMERO.- Se REFORMAN los artículos 1; 2, fracciones I, IV, V, VI, VII y VIII; 3; 4, primer párrafo y fracción I; 6, fracciones I y III; 7, fracciones II y IX; 9; 10, apartado A), fracciones I y VI; apartado B), primer párrafo y fracciones I, II, V, VII, VIII, IX, XI y XII; 11, párrafo primero, la fracción  III, en sus párrafos primero y tercero, y los párrafos segundo y tercero; 12, 13, 15; 16, párrafo primero y las fracciones I, III, IV, V, VI y VII; 17, párrafo primero y las fracciones I, II, III, IV, V y VI; y del Título Primero la denominación del Capítulo IV; 18, 19, 20, 21; 22, párrafo primero, y las fracciones I, II, IV, V, VII, VIII, IX, XI, XII y XIII; 24, 25; 26, tercer párrafo; 27, 28, 29, 30, 31; 33, segundo y tercer párrafos; 34, primer párrafo; 36; 37, fracción IV; 39, primer párrafo; 40; 45, primer y segundo párrafos; 93, primer y segundo párrafos; se ADICIONAN los artículos 1, con un tercer párrafo; 2, con la fracción XI; 4 BIS; 6, con una fracción XII; 9, con un segundo y tercer párrafos; 11, párrafo primero, fracción III con un cuarto párrafo, y un párrafo cuarto; 12 BIS, 12 TER, 13 BIS, 14 BIS, 15 BIS; 16, con las fracciones VIII, IX y X; 20 BIS, 20 TER, 20 CUÁTER; 20 QUINQUIES; 21 BIS, 23 BIS, 23 TER, 24 BIS, 25 BIS, 27 BIS; al Título Primero, el Capítulo IV BIS denominado “De las Autoridades Municipales” y los artículos 27 TER, 27 CUÁTER y 27 QUINQUIES; 28, con un segundo, tercer y cuarto párrafos; 31 BIS, 31 TER, 31 CUÁTER, 31 QUINQUIES, 31 SEXIES, 31 SEPTIES, 31 OCTIES, 31 NONIES, 31 DECIES, 31 UNDECIES, 31 DUODECIES; 37, con las fracciones V y VI; 75 BIS; 93, párrafos tercero y cuarto; el Título Quinto denominado De las Reformas a la Ley; y el artículo 94; y se DEROGAN del artículo 22, las fracciones III y VI; todos de la Ley del Agua del Estado de Chihuahua, para quedar redactados de la siguiente manera:  

Artículo 1. Las disposiciones de esta Ley tienen por objeto regular en el Estado de Chihuahua la participación de las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus competencias, en la planeación, administración, manejo y conservación del recurso agua.

Se declara de utilidad pública e interés social la prestación de los servicios públicos de agua, alcantarillado sanitario, tratamiento de aguas residuales y disposición final de lodos, así como la realización de los estudios, proyectos y obras relacionados con los recursos hídricos en el marco del desarrollo sustentable del Estado y la mitigación y adaptación del cambio climático.

La presente Ley reconoce el derecho de todas las personas a tener acceso al agua para consumo personal y doméstico en forma suficiente, salubre y asequible, al saneamiento de las aguas residuales y a su disposición.

Artículo 2. …
I.   
La planeación, administración, conservación, ejecución de proyectos y obras relacionadas con los recursos hídricos en el marco del desarrollo sustentable del Estado. Para lo cual se tomará en consideración la adaptación del cambio climático y la mitigación de sus efectos.
II. y III. …

IV. La organización, supervisión, revisión y funcionamiento de los organismos operadores de los sistemas de agua, alcantarillado sanitario, saneamiento, tratamiento de aguas residuales y disposición final de lodos y, en su caso, del drenaje pluvial. 
V. La planeación, administración y conservación de los sistemas de agua, alcantarillado sanitario, saneamiento, tratamiento de aguas residuales y disposición final de lodos, a cargo de entidades estatales o municipales.
VI. La prestación de los servicios públicos de agua, drenaje pluvial, alcantarillado sanitario, saneamiento, tratamiento de aguas residuales, disposición final de lodos, de laboratorio y demás servicios.
VII. La recuperación de los costos de inversión, operación, construcción, ampliación,  conservación, mantenimiento y sustentabilidad de los sistemas de agua, alcantarillado sanitario, saneamiento, tratamiento de aguas residuales y disposición final de lodos.

VIII. La coordinación entre el Estado y los municipios, y de estos con la Federación, para la realización de acciones relacionadas con el uso o aprovechamiento del agua, así como la conservación de las fuentes de abastecimiento de agua y de los recursos hídricos superficiales y del subsuelo, estos últimos previo convenio con la Federación. Se creará un Sistema Estatal de Infiltración de agua pluvial en las zonas geográficas del Estado, para lo cual deberá basarse en los estudios que determinen los lugares susceptibles de recarga de acuerdo a su capacidad de infiltración y permeabilidad, previo convenio con la Federación y de conformidad a lo establecido en el Reglamento.
IX. y X. ... 
XI. El fomento de la investigación y desarrollo de tecnología para la adecuada gestión del agua.

Artículo 3. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por:
I. AGUA: Es un bien de dominio público, vital, vulnerable y finito, con valor social, ambiental y económico, cuya preservación en cantidad, calidad y sustentabilidad es tarea fundamental de las autoridades en materia de agua y de la sociedad.

II. AGUAS DE JURISDICCIÓN ESTATAL: Aquellas que, conforme a lo establecido en el artículo 27, párrafo quinto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sean consideradas como parte integrante de los terrenos propiedad del Estado de Chihuahua, por los que corran o en los que se encuentren sus depósitos, o su aprovechamiento pueda estar sujeto a las disposiciones que dicte el Gobierno del Estado.

III. AGUA POTABLE: Aquella que reúna las características de calidad propias para ser ingerida por los seres humanos sin provocar efectos nocivos a la salud, conforme a lo establecido en las Normas Oficiales Mexicanas correspondientes.

IV. AGUA RECICLADA: Aquella residual que, habiendo o no recibido tratamiento, es reintroducida en el proceso que la generó.

V. AGUA RESIDUAL: Aquella de composición variada proveniente de las descargas de uso público urbano, doméstico, industrial, comercial, de servicios, pecuario, de plantas de tratamiento y, en general, de cualquier otro uso, así como la mezcla de ellas. 
VI. AGUA RESIDUAL TRATADA: Aquella de composición variada que proviene de un conjunto de operaciones y procesos de tratamiento a los cuales es sometida el agua residual.

VII. ALCANTARILLADO SANITARIO: La red o sistema de conductos y dispositivos para recolectar y conducir las aguas residuales a la planta de tratamiento u otro sitio de disposición final.

VIII. CIRCUNSCRIPCIÓN TERRITORIAL: El área geográfica en donde un organismo operador se encarga de prestar el servicio de agua, alcantarillado sanitario, saneamiento, tratamiento de aguas residuales y disposición final de lodos.
IX. COMITÉS DEL AGUA: Organismos operadores del agua, conformados por vecinos de un asentamiento poblacional en el que no existe otro tipo de organismo operador del agua, población en cuya demarcación territorial se enmarca su radio de acción,  para ser auxiliares de la Junta Central de Agua y Saneamiento o Juntas Operadoras en la prestación del servicio de agua potable, alcantarillado sanitario, saneamiento, tratamiento de aguas residuales y disposición final de lodos.
X. CONDICIONES PARTICULARES DE DESCARGA DE AGUAS RESIDUALES: El conjunto de parámetros físicos, químicos y biológicos y de sus límites máximos permisibles en las descargas de aguas residuales a los sistemas de alcantarillado municipal, establecidos por la autoridad competente, previo estudio técnico correspondiente, con el fin de prevenir y controlar la contaminación de las aguas y bienes nacionales, así como proteger la infraestructura de dichos sistemas. 
XI. CONSUMO HUMANO: El agua utilizada para beber, cocinar, preparar alimentos e higiene personal; la empleada en la industria alimentaria que pueda afectar el producto alimenticio y, en general, la que pueda afectar la salud de los consumidores.

XII. CONTAMINANTES: Son aquellos parámetros o compuestos que, en determinadas concentraciones, pueden producir efectos negativos en la salud humana y en el medio ambiente, dañar la infraestructura hidráulica o inhibir los procesos de tratamiento de las aguas residuales.

XIII. DERIVACIÓN: La conexión a la instalación hidráulica interior de un predio para abastecer de agua a uno o más usuarios localizados en el mismo o en otro contiguo.

XIV. DESCARGA DE AGUAS RESIDUALES: Acción de verter aguas residuales a los sistemas de alcantarillado sanitario.
XV. DESCARGA PLUVIAL: Acción de verter agua de escurrimiento pluvial a los sistemas de drenaje pluvial. 
XVI. DISPOSITIVO DE AFORO: Estructura diseñada para la medición del caudal de agua residual que se vierte al sistema de alcantarillado sanitario.

XVII. DRENAJE PLUVIAL: Sistema de conductos cerrados, estructuras hidráulicas y accesorios, para el desagüe y alejamiento de las aguas pluviales.

XVIII. ESTRUCTURA TARIFARIA: Es el conjunto de tarifas aplicables a los servicios prestados por parte de los organismos operadores y/o prestadores de servicios, en los términos de la presente Ley. 

XIX. FACTIBILIDAD DE SERVICIOS: Es la disponibilidad que tienen los organismos operadores para proporcionar con infraestructura propia volúmenes de agua, así como de recibir en los colectores propios de la red de alcantarillado, las aguas residuales generadas por los nuevos usuarios, ya sean fraccionamientos, zonas comerciales o industriales, o de cualquier otro tipo.

XX. FACTIBILIDAD DE VOLÚMENES DE AGUAS: Es la disponibilidad que tienen los organismos operadores para proporcionar los volúmenes de agua para los nuevos usuarios, ya sean fraccionamientos, zonas comerciales o industriales, o de cualquier otro tipo.

XXI. JUNTA CENTRAL: Junta Central de Agua y Saneamiento del Estado de Chihuahua. 

XXII. JUNTA DISTRITAL: Junta Distrital de Agua y Saneamiento bajo la coordinación sectorial de la Junta Central de Agua y Saneamiento.

XXIII. JUNTA MUNICIPAL: Junta Municipal de Agua y Saneamiento que se encuentra bajo la coordinación sectorial de la Junta Central de Agua y Saneamiento. 

XXIV. JUNTAS OPERADORAS: Las juntas municipales, distritales o rurales de agua y saneamiento, bajo la coordinación sectorial de la Junta Central de Agua y Saneamiento.
XXV. JUNTA RURAL: Junta Rural de Agua y Saneamiento que se encuentra bajo la coordinación sectorial de la Junta Central de Agua y Saneamiento.
XXVI. LÍMITE MÁXIMO PERMISIBLE (L.M.P.): Valor o rango asignado a un parámetro, el cual no debe ser excedido en la descarga de aguas residuales, de conformidad con las normas reguladoras en materia de agua residual vigente.

XXVII. MANEJO: Conjunto de actividades que incluyen el almacenamiento, recolección, transporte, alojamiento, descarga, reuso, tratamiento, reciclaje y conducción de las aguas residuales y lodos.

XXVIII. MUESTRA COMPUESTA: La que resulta de mezclar el número de muestras simples, según la normatividad aplicable.

XXIX. MUESTRA INSTANTÁNEA: Es la muestra tomada de manera aleatoria en el punto de descarga, con el volumen suficiente para su caracterización. 

XXX. MUESTRA SIMPLE: Es la muestra tomada en el punto de descarga, de manera continua, en día normal de operación, que refleje cuantitativa y cualitativamente el o los procesos más representativos de las actividades que generan la descarga, durante el tiempo necesario para completar el volumen suficiente para que se lleven a cabo los análisis necesarios para conocer su composición, aforando el caudal descargado en el sitio y en el momento del muestreo.

XXXI. ORGANISMO OPERADOR MUNICIPAL: Organismo Operador de Agua y Saneamiento que no está bajo la coordinación sectorial de la Junta Central de Agua y Saneamiento.
XXXII. PARÁMETRO: Variable que se utiliza como referencia para determinar la calidad y cantidad física, química y biológica del agua.
XXXIII. PRETRATAMIENTO: Proceso previo al tratamiento mediante el cual se remueven o estabilizan los contaminantes básicos presentes en las aguas residuales antes de la conexión del alcantarillado municipal o del ingreso al proceso de tratamiento. 

XXXIV. PROMEDIO DIARIO (P.D.): Es el valor que resulta del análisis de una muestra compuesta, tomada en un día representativo del proceso generador de la descarga.

XXXV. RESIDUOS PELIGROSOS: Todo residuo en cualquier estado físico que, de acuerdo con la normatividad vigente, posea características de corrosivo, reactivo, explosivo, tóxico, inflamable y/o biológico-infeccioso, representando un peligro al equilibrio ecológico o al ambiente.

XXXVI. REUSO DE AGUA: Proceso de utilización de aguas residuales que habiendo o no recibido tratamiento, se aplican en la misma actividad que las generó o en cualquier otra, para su mejor aprovechamiento.

XXXVII. SANEAMIENTO: La conducción, tratamiento y descarga de las aguas residuales provenientes del sistema de agua potable y alcantarillado, cuando tales acciones tengan por objeto verterlas en una corriente o depósito.

XXXVIII. TARIFA: Es la tabla publicada en el Periódico Oficial del Estado, que contiene los parámetros, rubros, conceptos y referencias de los servicios públicos, susceptibles de ser prestados por los organismos operadores, de los que se desprende el monto correspondiente a liquidar por parte del usuario como contraprestación, en los términos de la presente Ley. 

XXXIX. TRATAMIENTO DE AGUAS RESIDUALES: Proceso a que se someten las aguas residuales con el objeto de disminuir o eliminar los contaminantes que se le hayan incorporado.

XL. USUARIO: Las personas físicas, los ejidos, las comunidades, las asociaciones, las sociedades y demás personas morales a las que la Ley reconozca personalidad jurídica, con las modalidades y limitaciones que establezca la misma, que reciban los servicios de abastecimiento de agua, alcantarillado sanitario, saneamiento y tratamiento de aguas residuales o el abasto de agua residual tratada.

Artículo 4. Los servicios públicos de agua potable, alcantarillado sanitario, saneamiento, tratamientos de aguas residuales y disposición final de lodos, en los términos de la presente Ley, estarán a cargo de:
I.  
La Junta Central, a través de las juntas operadoras y comités del agua. 

II. ...

Artículo 4 BIS.  La política hídrica en el Estado se sustentará en los siguientes principios rectores: 

I. El aprovechamiento del agua debe realizarse con eficiencia y eficacia, cumpliendo con la normatividad aplicable.

II. La gestión integrada de los recursos hídricos es la base de la política estatal y se realizará en concordancia con las políticas de sustentabilidad hídrica y estrategias de largo plazo establecidas por la Federación.

III. La gestión del agua debe generar recursos económicos y financieros suficientes, para que las Juntas Operadoras y organismos operadores municipales realicen sus tareas inherentes, en forma autosustentable, y ejecuten los programas hídricos de desarrollo sostenible orientados a la cobertura universal de los servicios públicos en el Estado.

IV. La gestión integrada de los recursos hídricos se basa en el uso sustentable de las aguas y la interrelación que existe con los seres humanos y el medio ambiente.

V. Las autoridades instrumentarán las acciones correspondientes para que el desarrollo de los centros urbanos, se realice promoviendo el ordenamiento territorial y los mecanismos necesarios para proporcionar los servicios públicos de conformidad con esta Ley, procurando en todo momento el equilibrio hídrico.

VI. Las autoridades promoverán que las Juntas Operadoras y demás órganos competentes suscriban convenios y acuerdos para el cumplimiento de su objeto, atendiendo a criterios de eficiencia, calidad y cobertura en materia de gestión del agua. 

VII. La determinación de las acciones a ejecutar en la materia, considerará las necesidades de agua provenientes de la sociedad para su bienestar, particularmente las de la población en condiciones de vulnerabilidad, su desarrollo y del ambiente para su equilibrio y conservación.

VIII. Las personas que contaminen los recursos hídricos son responsables de restaurar su calidad con independencia de hacerse acreedoras a las sanciones que establezcan las leyes aplicables.

Los principios de política hídrica estatal, serán fundamentales en la aplicación e interpretación de las disposiciones contenidas en esta Ley y guiarán las acciones de las autoridades en materia de agua.
Artículo 6. … 

I.        La propuesta, formulación y promoción de las políticas que orienten el fomento y desarrollo hidráulico en el Estado, así como garantizar el acceso de cualquier persona al agua para consumo personal y doméstico en forma suficiente, salubre y asequible; al saneamiento de las aguas residuales y a su  disposición.
II. ...

III. El aprovechamiento de las aguas de jurisdicción estatal, incluido su inventario y registro, así como la planeación, promoción, estímulo y, en su caso, ejecución de las acciones que sean necesarias para la prevención y control de la contaminación del agua, además de definir las bases, apoyos y modalidades para el acceso y uso sustentable de los recursos hídricos, a través del fomento de la participación de la Federación, los municipios y la ciudadanía para la consecución de dichos fines.

IV. a XI. ...

XII. Coordinarse con los Ayuntamientos que cuenten con organismos operadores municipales, para todos los asuntos relacionados con los usos, aprovechamiento y servicios del agua. Para estos efectos, las dependencias y municipios del Estado aportarán la información correspondiente.
Artículo 7. …

I. …

II. Promover el desarrollo de sistemas de riego y drenaje pluvial, de los sistemas acuícolas y de la infraestructura hidráulica para el control de inundaciones.
III. a VIII. ...

IX. Apoyar, en coordinación con las dependencias estatales, en la consolidación y desarrollo técnico a las asociaciones de los usuarios de los distritos y unidades de riego y drenaje pluvial.
X. a XIII. …
Artículo 9. La Junta Central es un organismo público descentralizado del Poder Ejecutivo, con personalidad jurídica y patrimonio propios, gozará de autonomía técnica, operativa y de gestión, con funciones de autoridad administrativa para organizar, dirigir, coordinar, evaluar y, en su caso, auditar y fiscalizar a las juntas operadoras, así como para llevar a cabo los Programas Hidráulico e Hídrico del Estado, en coordinación con las dependencias y entidades estatales y organismos operadores municipales vinculados a la materia del agua. El domicilio legal de la Junta Central se asienta en la Capital del Estado.
Para el correcto desempeño de sus atribuciones, la Junta Central contará con una Dirección Ejecutiva, una Dirección Financiera, una Dirección Jurídica, una Dirección Técnica, así como las Direcciones, Subdirecciones y demás unidades técnico administrativas que sean necesarias para cumplir sus objetivos.
De igual manera contará con un órgano de control interno, con dependencia jerárquica y funcional de la Secretaría encargada del Control Interno del Ejecutivo, con las facultades que determine la ley para prevenir, corregir e investigar actos u omisiones que pudieran constituir responsabilidades administrativas.

Artículo 10. …
A) …
I.         Coordinar las acciones del Estado, municipios y particulares, y de estos con la Federación, cuando así corresponda, en obras de agua potable, alcantarillado sanitario, saneamiento, tratamiento de aguas residuales y disposición final de lodos.
II. a V. ...

VI. 
Promover el desarrollo de la investigación científica para la evaluación cuantitativa y cualitativa, preservación, protección y restauración del agua en cantidad y calidad, incluyendo la difusión, formación y capacitación de recursos humanos del orden estatal y municipal; para su aprovechamiento sustentable y uso racional, así como para la incorporación de procedimientos y tecnologías orientadas a su uso eficiente y conservación en la prestación de los servicios públicos. 
VII. a X. … 

B) En materia de servicios de agua potable, alcantarillado sanitario, saneamiento, tratamiento de aguas residuales y disposición final de lodos:
I.         
Vigilar la organización, administración y funcionamiento de las juntas operadoras, de los organismos operadores municipales, así como de los comités del agua.
II. Proporcionar asesoría y asistencia técnica a las juntas operadoras y, previo convenio, a los organismos operadores municipales, así como organizar el cuerpo del servicio profesional de agua y saneamiento de carácter permanente y con funciones especializadas en el área técnica, financiera y administrativa, cuyos miembros deberán cubrir el requisito de formación profesional y capacitación correspondiente; de igual modo, prestar servicios de apoyo, dirección, vigilancia, fiscalización y auditoría, sin perjuicio de las facultades del Congreso del Estado, a las juntas operadoras y comités del agua establecidos en el Estado, y a estos últimos conforme a los lineamientos que para tal efecto emita la Junta Central aprobados por su Consejo de Administración.
III. y IV. ...

V. Auditar y fiscalizar, en su caso, todos los ingresos y egresos de las juntas operadoras y comités del agua, sin perjuicio de las facultades de otras autoridades en la materia.   

VI. ….

VII. Elaborar su proyecto de ingresos y egresos, así como recibir los anteproyectos de ingresos y egresos de las juntas operadoras a más tardar en la primera quincena del mes de noviembre del año anterior al que corresponda su vigencia, lo que someterá a la aprobación del Consejo de Administración a más tardar en la segunda quincena del mismo mes.
VIII. Invertir y ejecutar, en su caso, obras de infraestructura hidráulica, con el objeto de captar, potabilizar, almacenar, distribuir y sanear el agua, así como las demás referentes a la prestación de los servicios materia de la presente Ley, en los términos de los convenios que al efecto se celebren con los municipios, el Estado, la Federación y demás instituciones públicas o privadas, nacionales e internacionales.
IX. Rendir informes al Titular del Poder Ejecutivo del Estado, sobre movimientos financieros, tanto en lo referente a la Junta Central de Agua y Saneamiento del Estado, como a las juntas operadoras.
X. ….
XI. Promover el establecimiento y difusión de normas relativas a la realización de obras y a la construcción, operación, administración, conservación y mantenimiento de los sistemas de captación, potabilización, conducción, almacenamiento y distribución del agua, alcantarillado sanitario, saneamiento de aguas residuales, disposición final de lodos y para el drenaje pluvial a cargo de los municipios.
XII. Asesorar, auxiliar y prestar servicios de apoyo y asistencia técnica, administrativa y legal a las juntas operadoras, así como a los comités del agua en el Estado; tratándose de organismos operadores municipales, deberá existir convenio previo.
XIII. a XVI….

Artículo 11. …
I.         y II. ...

III. El cinco por ciento de la totalidad de los ingresos por derechos mensuales percibidos por los servicios públicos prestados a cargo de las juntas operadoras. 

...

La omisión a la obligación señalada en los párrafos anteriores será sancionada en los términos que disponga la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Chihuahua y demás disposiciones aplicables.

Las aportaciones señaladas tienen el carácter de prioritarias y preferentes frente a cualquier otra erogación prevista por el presupuesto de egresos de las juntas operadoras, por lo que será responsabilidad de la Dirección Ejecutiva de cada una de estas vigilar el cumplimiento de lo anterior.
IV. a VII. ... 
Los bienes afectos directamente a la Junta Central y a las juntas operadoras serán inembargables, imprescriptibles e inalienables.

Los bienes inmuebles de la Junta Central y de las juntas operadoras, destinados directamente a la prestación de los servicios públicos hidráulicos estatales a que se refiere la presente Ley, se consideran bienes del dominio público del Estado.

Los ingresos percibidos con motivo del cobro de las tarifas por los servicios de laboratorio que presta a los usuarios, deberán ser destinados exclusivamente para el uso, funcionamiento y mejoramiento del laboratorio, así como cualquier otro ingreso obtenido por los servicios que preste este.
Artículo 12. La Junta Central tendrá un Consejo de Administración, integrado por:

I.         Una persona que ocupe la Presidencia, quien será nombrada y removida por el Gobernador del Estado.

II. Una Secretaría, nombramiento que recaerá en la persona que ocupe la titularidad de la Dirección Jurídica de la Junta Central, quien tendrá voz, pero sin voto.
III. Trece consejerías, que serán ocupadas por las personas titulares de las dependencias gubernamentales o los representantes de los sectores siguientes:
a) La Secretaría General de Gobierno.
b) La Secretaría de Hacienda. 

c) La Secretaría de Comunicaciones y Obras Públicas.

d) La Secretaría de Desarrollo Urbano y Ecología.

e) La Secretaría de Desarrollo Rural.

f) La Secretaría de Salud.

g) La Secretaría de Desarrollo Municipal. 
h) La Dirección Local de la Comisión Nacional del Agua.
i) Del Poder Legislativo del Estado, preferentemente quien ocupe la Presidencia de la Comisión Legislativa en la materia.
j) Una persona representante del sector académico y/o de investigación.
k) Dos personas representantes del sector empresarial, las cuales deberán ser una de la Región Norte, Noreste y Noroeste, y la otra de la Región Centro y Sur del Estado.
l) Una persona representante de los Colegios de Profesionistas, relacionados con la problemática del agua.
También formarán parte del Consejo las personas que ocupen la titularidad de las Direcciones Ejecutiva y Financiera, con derecho a voz, pero sin voto.

Los cargos de la Consejería serán honoríficos, sin excepción, deberán desempeñar las funciones que el propio Consejo de Administración, la Ley y demás ordenamientos aplicables les asignen y ejercer por períodos cuya duración y escalonamiento provean al ejercicio autónomo de sus funciones, continuidad de sus acciones y equilibrio en sus decisiones.

Artículo 12 BIS. Las personas que pretendan ocupar el cargo de Consejeros de los señalados en los incisos j), k) y l) del artículo 12, deberán cumplir con los siguientes requisitos:

I. Tener una representatividad regional.

II. Haberse desempeñado, durante al menos dos años, ya sea en los ámbitos profesional, empresarial, docente o de investigación, en actividades que proporcionen la experiencia necesaria en el sector del agua y/o administración para cumplir con las funciones de Consejería de la Junta.

III. No haber sido funcionario público de cualquier orden de gobierno en el año inmediato anterior, ni haber ocupado cargos de elección popular o directivos en partido político alguno, en los tres años inmediatos anteriores al día de la designación.

IV. No haber sido condenado mediante sentencia firme por delito doloso que le imponga pena de prisión, y tratándose de delitos patrimoniales dolosos, cualquiera que haya sido la pena.

V. Para que pueda desempeñar sus funciones sin conflicto de interés y sin estar supeditado a intereses personales y/o económicos, no deberán ser prestadores de servicios, proveedores, contratistas, deudores o acreedores o empleados de la Junta Central o cualquiera de las juntas operadoras u organismos operadores municipales del Estado en general; concesionarios, consejeros, asesores o empleados de una persona moral que sea prestador de servicios, proveedor, contratista, deudor o acreedor de la Junta Central o cualquiera de las juntas operadoras u organismos operadores municipales del Estado en general.

Artículo 12 TER. Los miembros del Consejo de Administración conformarán el Comité Técnico de Evaluación, quienes se encargarán de emitir oportunamente las convocatorias públicas abiertas necesarias para la renovación de los miembros por elección del Consejo de Administración, señalados en los incisos j), k) y l) del artículo 12, en la que señalarán las etapas completas para el procedimiento, criterios de evaluación de idoneidad de las personas aspirantes a miembros, fechas límites y plazos, sujetándose a los siguientes términos:

a) Serán electos en el tercer y noveno semestres de cada administración estatal y entrarán en funciones al inicio del cuarto y décimo semestres, respectivamente.

b) Podrán ser ratificados por el Consejo, por un período inmediato, en una sola ocasión.

c) Podrá participar cualquier persona que tenga la ciudadanía mexicana que cumpla con los requisitos que señala la presente Ley.

Para cada uno de las consejerías de los incisos j), k) y l), del artículo 12 se nombrará una persona suplente, quien entrará en funciones en caso de renuncia o remoción.

Los cargos de las Consejerías serán honoríficos, sin excepción, deberán desempeñar las funciones que la Ley, los ordenamientos aplicables y el Consejo de Administración, les asignen, y ejercer por períodos cuya duración y escalonamiento provean al ejercicio autónomo de sus funciones, continuidad de sus acciones y equilibrio en sus decisiones.

Las personas integrantes del Consejo que se desempeñan como funcionarias o servidoras públicas durarán en el cargo el término que dure su responsabilidad, pudiendo designar una persona suplente, quien deberá tener el nivel inmediato inferior, salvo el caso del integrante del Poder Legislativo.
En caso de renuncia o remoción de una persona integrante de la Consejería de los señalados en los incisos j), k) y l) del artículo 12, el Consejo llamará al suplente por el término restante de su período.

Artículo 13. El Consejo de Administración de la Junta Central sesionará ordinariamente al menos seis veces al año, y extraordinariamente cuando así se convoque. 

Las Sesiones del Consejo serán dirigidas por quien ocupe la Presidencia. 

El Consejo se instalará válidamente con la presencia de la mayoría de las personas integrantes.

Todas sus sesiones deberán de ser públicas y transmitirse en vivo vía electrónica; cada sesión deberá celebrarse de acuerdo a un orden del día, el cual se dará a conocer a los miembros del Consejo, por lo menos con dos días hábiles de anticipación en los casos de sesiones ordinarias, y con doce horas de anticipación en los casos de sesiones extraordinarias; sus acuerdos se asentarán en el acta correspondiente, en la que se consignarán, por lo menos, los integrantes del Consejo que estuvieron presentes y las resoluciones aprobadas, misma que deberá ser inscrita en el Libro de Actas que para cada año corresponda. 

Sus acuerdos y determinaciones se tomarán por mayoría simple de votos de las personas presentes y, en caso de empate, tendrá la Presidencia voto de calidad.

Artículo 13 BIS. El Consejo de Administración de la Junta Central tendrá las siguientes facultades:

I. Nombrar y remover a las personas que ocupen la titularidad de la Dirección Ejecutiva, así como de las del nivel de Dirección.

II. Nombrar a las personas que ocupen la titularidad de las Presidencias de los Consejos de Administración de las juntas operadoras, a partir de la terna que los mismos Consejos de Administración le envíen y, en su caso, removerlos.

III. Nombrar y remover, en su calidad de Comité Técnico de Evaluación, a las personas que ocupen la titularidad las Consejerías por elección.

IV. Aprobar los proyectos de ingresos y egresos, y demás servicios que preste. 

V. Conocer de  los informes sobre los estados financieros de la Junta Central y de las juntas operadoras, sin perjuicio de las facultades del Congreso del Estado, en la materia.

VI. Aprobar los ingresos y egresos, los estados financieros, así como los derechos de cobro, las tarifas o, en su caso, sus modificaciones, correspondientes a las juntas operadoras.

VII. Aprobar el Programa Operativo Anual de la Junta Central y de las juntas operadoras.

VIII. Autorizar la solicitud al H. Congreso del Estado para contratar el financiamiento para obras, servicios y amortización de pasivos de la Junta Central y las juntas operadoras.

IX. Aprobar las erogaciones de carácter extraordinario del presupuesto.

X. Determinar la política financiera que deba prevalecer en el cobro de los derechos, cuotas o tarifas, así como en los lineamientos de bonificaciones que deban implementar las juntas operadoras.

XI. Autorizar la solicitud al H. Congreso del Estado para contratar créditos y garantías por parte de las juntas operadoras.

XII. Aprobar la contratación de deuda a corto plazo, de conformidad a la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios.

XIII. Aprobar la enajenación de bienes inmuebles de la Junta Central, sin perjuicio de lo establecido en la legislación aplicable.

XIV. Aprobar la enajenación de bienes muebles de la Junta Central, así como de las juntas operadoras.  En el caso de bienes muebles de las juntas operadoras, se deberá someter a aprobación cuando el valor del bien sea superior a un importe de treinta y cinco veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, elevados al año, sin considerar los impuestos que genere dicha operación.

XV. Aprobar la celebración de contratos de obra y adquisiciones, servicios profesionales, saneamiento, tratamiento de aguas residuales, disposición final de lodos y demás actos de la Junta Central y, en su caso, de las juntas operadoras, así como todos los actos de carácter extraordinario.

XVI. Aprobar la transmisión de apoyos económicos de la Junta Central a las juntas operadoras y organismos operadores municipales, o entre estos últimos.

XVII. Definir el ámbito de competencia de las juntas operadoras.

XVIII. Aprobar el reglamento interior de la Junta Central y de las juntas operadoras.

XIX. Aprobar el Estatuto Orgánico de la Junta Central y sus modificaciones; así como los manuales de organización y de procedimientos.

XX. Aprobar su estructura orgánica, así como la de las juntas operadoras.

XXI. Realizar todas las actividades que sean necesarias, en el ámbito de su competencia, para lograr que las juntas operadoras presten a la comunidad servicios adecuados y eficientes, de conformidad con la presente Ley y demás normatividad aplicable.

XXII. Las demás que señale esta Ley, su Reglamento el Código Administrativo del Estado de Chihuahua, el Estatuto Orgánico y otras disposiciones legales.

Artículo 14 BIS. Para ocupar el cargo de titular de la Dirección Ejecutiva de la Junta Central se requiere:

I. Contar con estudios profesionales y haberse desempeñado en actividades que proporcionen la experiencia técnica y administrativa, necesaria para cumplir con sus funciones.

II. Para que pueda desempeñar sus funciones sin conflicto de interés y sin estar supeditado a intereses personales y/o económicos, no deberán ser prestadores de servicios, proveedores, contratistas, deudores o acreedores de la Junta Central o cualquiera de las juntas operadoras u organismos operadores municipales del Estado en general; concesionarios, consejeros, asesores o empleados de una persona moral que sea prestador de servicios, proveedor, contratista, deudor o acreedor de la Junta Central o cualquiera de las juntas operadoras u organismos operadores municipales del Estado en general.
Quien ocupe la titularidad de la Dirección Ejecutiva de la Junta Central será aprobada por el Consejo, a propuesta de quien lo presida, y participará en las reuniones del Consejo de Administración con derecho a voz, pero sin voto.

Artículo 15. Son facultades de la Presidencia del Consejo de Administración de la Junta Central, de forma enunciativa pero no limitativa:

I. Presidir las sesiones del Consejo.

II. Representar al Consejo.

III. Convocar a sesiones ordinarias y extraordinarias del Consejo de Administración.

IV. Solicitar a la Secretaría General de Gobierno la publicación en el Periódico Oficial del Estado, de las tarifas correspondientes o, en su caso, de sus modificaciones.

V. Someter al Consejo de Administración, para su aprobación, los proyectos de ingresos y egresos, y las tarifas por los servicios que preste.

VI. Someter al Consejo de Administración los informes de los estados financieros de la Junta Central, sin perjuicio de las facultades del Congreso del Estado, en la materia.

VII. Supervisar la implementación del Programa Operativo Anual.

VIII. Gestionar la obtención de contratos de financiamiento para obras, servicios y amortización de pasivos, previa autorización del Consejo de Administración, y aprobación del Poder Legislativo, en los términos de la legislación aplicable.

IX. Proponer para la aprobación del Consejo de Administración, a solicitud de la Dirección Ejecutiva, la política financiera que deba prevalecer en el cobro de los derechos, cuotas o tarifas, así como en los lineamientos de bonificaciones, ajustes y descuentos que deban implementar los organismos operadores.

X. Establecer relaciones de coordinación con las autoridades federales, estatales y municipales, de la Administración Pública Centralizada o Paraestatal, así como con los sectores social y privado, para el trámite y atención de asuntos de interés común.

XI. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones de esta Ley, su Reglamento y demás ordenamientos aplicables, a través de las dependencias y personal de la Junta Central que se determine.

XII. Someter a la aprobación del Consejo de Administración, el proyecto de Estatuto Orgánico del Organismo y sus modificaciones; así como los manuales de organización y de procedimientos.

XIII. Someter a la aprobación del Consejo de Administración, a solicitud de la Dirección Ejecutiva, el orden de prioridad de las acciones y obras, a fin de que los recursos se orienten hacia aquellas que tengan mayor impacto económico y beneficio social.

XIV. Evaluar el cumplimiento de los objetivos y metas planteados por las juntas operadoras.

XV. Evaluar, cuando así se requiera, los créditos que se otorguen a las juntas municipales y rurales.

XVI. Las demás que le señalen el Consejo de Administración, la presente Ley, su Reglamento, estatutos y otros ordenamientos aplicables.

Artículo 15 BIS. Son facultades y obligaciones de la Dirección Ejecutiva de la Junta Central:

I. Representar legalmente a la Junta Central, ante las autoridades fiscales y administrativas, agrarias, mercantiles, penales, de la salud, del trabajo, y judiciales y demás, con las más amplias facultades generales, aun aquellas que requieran cláusulas especiales conforme a la ley; estará investido de poder general para pleitos y cobranzas, así como para actos de administración, previo acuerdo del Consejo de Administración; podrá suscribir títulos de créditos a nombre del organismo con firma mancomunada de quien ocupe la titularidad de la Dirección Financiera; formular querellas y denuncias; otorgar el perdón extintivo de la pretensión punitiva; elaborar y absolver posiciones; promover y desistirse de acciones judiciales, inclusive del juicio de amparo; comprometer asuntos en arbitraje y celebrar transacciones; emitir, avalar y negociar títulos de crédito; otorgar poderes generales y especiales con las facultades que les competan, entre ellas, las que requieran cláusula especial o autorización, así como sustituir y revocar mandatos o poderes generales o especiales. Para realizar actos de dominio sobre bienes del régimen de dominio privado, requerirá acuerdo previo del Consejo de Administración. Así mismo, podrá delegar funciones y facultades mediante acuerdo específico.

II. Suscribir y formalizar, a nombre de las juntas operadoras, acuerdos, contratos, convenios y demás actos jurídicos con la Federación, municipios y organismos nacionales e internacionales. Además, supervisar la aplicación de los programas federales y estatales en materia de agua.

III. Coordinar las actividades técnicas, administrativas y financieras de la Junta Central, las juntas operadoras, organismos operadores municipales y comités del agua, para lograr una mayor eficiencia y eficacia.

IV. Ejecutar los acuerdos del Consejo de Administración.

V. Elaborar el Programa Operativo Anual de la Junta Central y someterlo a la aprobación del Consejo de Administración.

VI. Suscribir, junto con quien ocupe la Dirección Financiera, en nombre de la Junta Central, los títulos de crédito, contratos y demás actos relativos al patrimonio de la Junta Central.

Para el ejercicio de la facultad a que se refiere esta fracción, deberá obtenerse previamente la autorización del Poder Legislativo, en los términos de la legislación aplicable.

VII. Autorizar las erogaciones correspondientes del presupuesto y someter a la aprobación del Consejo de Administración las de carácter extraordinario.

VIII. Rendir los informes siguientes:

a) Anual de actividades de la Junta Central.

b) De cumplimiento de acuerdos del Consejo de Administración.
c) De resultados de los estados financieros de la Junta Central.

d) Mensual de actividades que incluya el Sistema de Indicadores, el Reporte de las Incidencias sobre la Observancia de la Normatividad Administrativa, el avance del cumplimiento del Programa Operativo Anual y las recomendaciones emitidas para corregir las observaciones detectadas.
IX. Nombrar y remover libremente al personal de la Junta Central, a excepción de las Direcciones, lo cual informará al Consejo de Administración en sesión inmediata posterior.

X. Emitir dictámenes, así como efectuar rescisiones de los contratos, convenios, o cualquier acuerdo de voluntades celebrado con los empleados, usuarios, prestadores de servicios, proveedores, contratistas o cualquier persona física o moral, privada o pública.

XI. Enviar al Consejo de Administración, para su aprobación, los lineamientos y políticas, técnicas, administrativas y financieras, necesarias para el ejercicio de las facultades de la Junta Central y las juntas operadoras.

XII. Supervisar a las juntas operadoras y, en su caso, a los organismos operadores municipales, realizando la auditoría correspondiente.

XIII. Proponer al Consejo de Administración la conformación de juntas distritales.

XIV. Vigilar que los bienes propiedad de la Junta Central cumplan con todos los requisitos legales y se encuentren debidamente inventariados, a través de la Dirección Jurídica y la Dirección Financiera, respectivamente.

XV. Tramitar y resolver las quejas que, por conducto del personal de la Junta Central, se presenten en relación al funcionamiento o administración general de la Junta Central, según los procedimientos y normas que señale el reglamento.

XVI. Calificar las infracciones a esta Ley e imponer las sanciones correspondientes, recaudando las pecuniarias a través del procedimiento administrativo de ejecución correspondiente.

XVII. Ordenar que se practiquen las visitas de inspección y verificación, por medio de su propio personal, de las juntas operadoras o de quien designe.

XVIII. Ordenar que se practiquen en forma regular y periódica, por medio de su propio personal, de las juntas operadoras o de quien designe, la toma de muestras y análisis del agua; llevar estadísticas de sus resultados y tomar en consecuencia las medidas adecuadas para optimizar la calidad del agua que se distribuye a la población, así como la que una vez utilizada se vierta a los cauces o vasos, de conformidad con la legislación aplicable.
XIX. Ordenar que se lleve una bitácora de la operación de los aprovechamientos de agua, por medio de su propio personal, de las juntas operadoras o de quien designe, en la que se registre en forma regular y periódica caudales y volúmenes alumbrados, profundidad de los niveles estáticos y dinámicos, consumos de energía, eficiencia electromecánica y cualquier otro indicador relevante que permita diagnosticar el estado de funcionamiento del aprovechamiento, del equipo hidráulico y electromecánico instalado, con la finalidad de prever en forma oportuna acciones correctivas, de mantenimiento o de reposición. Adicionalmente esta información se considera importante para la elaboración de estudios relacionados con el funcionamiento de los acuíferos en forma regional y local, así como en el desarrollo de proyectos hidráulicos para el suministro de agua potable a la población.
XX. Resolver sobre los recursos administrativos de revocación que se interpongan en contra de actos que emita la Junta Central y las juntas operadoras, en su carácter de autoridad.

XXI. Realizar los estudios y análisis técnicos, económicos y financieros necesarios para evaluar la relación costo-beneficio de las obras y su impacto social.

XXII. Elaborar y actualizar los indicadores institucionales de la Junta Central y sus organismos dependientes, así como coadyuvar en el establecimiento de estándares de calidad y productividad para cada indicador institucional.

XXIII. Formular el programa de operación y calidad de la Junta Central y de las juntas operadoras, y someterlo a la autorización del Consejo de Administración e implantarlo.

XXIV. Instrumentar, de manera sistemática, los programas de mejora de la gestión y las evaluaciones de resultado de las diferentes áreas que integran la Junta Central y las juntas operadoras.

XXV. Presentar al Consejo de Administración, para su aprobación, los estados financieros mensuales elaborados por la Dirección Financiera.

XXVI. Realizar todas las actividades que sean necesarias, dentro de su ámbito de competencias, para lograr que las juntas operadoras presten a la comunidad servicios adecuados y eficientes, de conformidad con la ley y los lineamientos técnicos, administrativos, financieros y legales a que haya lugar.

XXVII. Las demás que le correspondan de acuerdo con esta Ley, el Código Administrativo del Estado de Chihuahua, los estatutos y los reglamentos respectivos o los que le otorgue el Consejo de Administración.

Artículo 16. Son atribuciones de la Dirección Financiera:

I.         Establecer los lineamientos contables de cobro y recaudación de los fondos provenientes de los presupuestos de ingresos y egresos de la Junta Central y las juntas operadoras.
II. ...

III. Realizar, el día último de cada mes, el corte de caja para determinar el movimiento de ingresos y egresos y elaborar los informes financieros mensuales, que deberán someterse a la aprobación del Consejo de Administración.
IV. Supervisar, en su caso, a las juntas operadoras, realizando la auditoría correspondiente y, de acuerdo con su resultado, iniciar el procedimiento legal que corresponda o determinar los ajustes administrativos a que haya lugar.
V. Llevar la contabilidad y el control de presupuestos de ingresos y egresos de la Junta Central y hacer las observaciones necesarias respecto a la de las juntas operadoras. 

VI. Intervenir en todos los actos que tengan relación con la afectación al patrimonio de la Junta Central o el de las juntas operadoras.

VII. Dar la opinión técnica respecto al estado que guarda la hacienda pública para la contratación de créditos, garantías y préstamos que realice la Junta Central a las juntas operadoras, y remitirlas al Consejo de la Junta Central para su aprobación.

VIII. Autorizar la transmisión de apoyos económicos de la Junta Central a las juntas operadoras y organismos operadores municipales, o entre estos últimos, cuando la cantidad sea de un monto inferior a 35 veces el valor diario de Unidades de Medida y Actualización elevados al año.
IX. Participar en las reuniones del Consejo de Administración con derecho a voz, pero sin voto.

X. Las demás que le otorgue la presente Ley y otros ordenamientos legales.

Artículo 17. La Secretaría del Consejo de Administración, tendrá las siguientes atribuciones:

I.          Suscribir las convocatorias para las sesiones del Consejo de Administración.

II. Levantar las actas correspondientes a las sesiones del Consejo de Administración.

III. Llevar el control y resguardo de los libros de actas del Consejo de Administración y expedir copias certificadas y anexos de estas.

IV. Llevar la correspondencia y archivo relacionado con el Consejo de Administración, y expedir las certificaciones que sean necesarias respecto de aquella información, documentación y demás que emanen o tengan relación directa con la Junta Central, con motivo de las actividades propias.

V. Someter al Consejo de Administración, para su aprobación, propuestas y solicitudes de los organismos operadores.

VI. Llevar el control del cumplimiento de los acuerdos del Consejo de Administración.

VII. ...

CAPÍTULO IV

DE LAS JUNTAS OPERADORAS

Artículo 18. Las juntas municipales de agua y saneamiento son organismos públicos descentralizados del Poder Ejecutivo, bajo la coordinación sectorial de la Junta Central, de conformidad con lo señalado en los artículos 42 y 43 de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo, facultados para la prestación de los servicios de agua, alcantarillado sanitario, saneamiento, tratamiento de aguas residuales y disposición final de lodos, requeridos dentro de una circunscripción territorial determinada. El domicilio legal de dichas juntas será dentro del municipio en el que operen.

Artículo 19. Para el correcto desarrollo de sus atribuciones, las juntas municipales contarán con una Dirección Ejecutiva, una Dirección Financiera, y de acuerdo a su capacidad financiera, podrán contar con las Direcciones Jurídica y Técnica, así como con las Direcciones, Subdirecciones y demás áreas técnico administrativas necesarias para cumplir con sus objetivos.
De igual manera contará con un órgano de control interno, con dependencia jerárquica y funcional de la Secretaría encargada del Control Interno del Ejecutivo, con las facultades que determine la ley para prevenir, corregir e investigar actos u omisiones que pudieran constituir responsabilidades administrativas.

Artículo 20. Las juntas municipales tendrán un Consejo de Administración integrado por:

I. Una Presidencia, cuyo titular será nombrado y removido por el Consejo de Administración de la Junta Central, a propuesta de una terna que le envíe el Consejo de Administración de la junta municipal, conformada por personas externas al propio Consejo de Administración de la junta municipal, y deberá representar la pluralidad de los integrantes.
II. La Secretaría, nombramiento que recaerá en quien ocupe la Dirección Jurídica o Financiera, con voz, pero sin voto. 
III. Doce Consejerías, que serán ocupadas por las personas titulares de las dependencias gubernamentales o los representantes de los sectores siguientes:
a) La persona titular de la Presidencia Municipal, quien podrá nombrar un suplente que tenga el cargo de titular de la Dirección de Desarrollo Urbano o, en su caso, de la Dirección de Obras Públicas.
b) Cuatro representantes de Gobierno del Estado, quienes deberán ser:
1. Una persona de la Secretaría de Hacienda, designada por quien ocupe la titularidad de esa Secretaría.

2. Una persona de la Junta Central, designada por la persona titular de la Dirección Ejecutiva.  

3. Una persona de la Secretaría de Salud, designada por quien ocupe la titularidad de dicha Secretaría.
4. Una persona de la Secretaría de Desarrollo Rural, designada por quien ocupe la titularidad de esa Secretaría.
c) Quien ocupe la Presidencia de la Comisión de Desarrollo Urbano o de Obras Públicas del Ayuntamiento.
d) Un representante del sector académico y/o investigación.
e) Tres representantes del sector empresarial.
f) Un representante de los Colegios de Profesionistas, relacionados con la problemática del agua.
g) Un representante de la Sociedad Civil Organizada relacionada con la problemática del agua.
También formarán parte del Consejo las personas que ocupen la titularidad de las Direcciones Ejecutiva y Financiera, con derecho a voz, pero sin voto.

En aquellos municipios en donde no se cuente con alguna de las organizaciones o colegios señalados, se considerarán en su lugar representantes de las organizaciones de productores, profesionistas u organizaciones de la sociedad civil con mayor representatividad en el municipio, siempre y cuando cumplan con los requisitos señalados en la presente Ley.

Artículo 20 BIS. La persona que se designe titular de la Presidencia del Consejo, será electa en el segundo y octavo semestres de cada administración estatal, por el Consejo de Administración de la Junta Central, a propuesta de una terna enviada por el propio Consejo de Administración de la junta municipal que corresponda, conformada por personas externas al propio Consejo de Administración de la junta municipal, deberá representar la pluralidad de los integrantes, y entrará en funciones al inicio del tercero y noveno semestres, respectivamente; con posibilidad de ser ratificada por un período inmediato, en una sola ocasión. Su cargo será honorífico y podrá ser removida de sus funciones por causas graves, con el voto de la mayoría de los miembros del Consejo de Administración de la Junta Central.

Artículo 20 TER. Las personas que pretendan ocupar el cargo de Consejeros de los señalados en los incisos d), e), f) y g) del artículo 20, deberán cumplir con los siguientes requisitos:

I. Haberse desempeñado, durante al menos dos años, ya sea en los ámbitos profesional, empresarial, docente o de investigación, en actividades que proporcionen la experiencia necesaria en el sector del agua y/o administrativa para cumplir con las funciones de la consejería de la junta municipal.

II. No haber sido funcionario público de cualquier orden de gobierno en el año inmediato anterior, ni haber ocupado cargos de elección popular o directivos en partido político alguno, en los tres años inmediatos anteriores al día de la designación.
III. No haber sido condenado mediante sentencia firme por delito doloso que le imponga pena de prisión, y tratándose de delitos patrimoniales dolosos, cualquiera que haya sido la pena.

IV. Para que puedan desempeñar sus funciones sin conflicto de interés y sin estar supeditados a intereses personales y/o económicos, no deberán ser prestadores de servicios, proveedores, contratistas, deudores o acreedores o empleados de la Junta Central o cualquiera de los organismos operadores del Estado en general; concesionarios, consejeros, asesores o empleados de una persona moral que sea prestador de servicios, proveedor, contratista, deudor o acreedor importante de la Junta Central o cualquiera de los organismos operadores del Estado en general.

Artículo 20 CUÁTER. Los integrantes del Consejo de Administración conformarán el Comité Técnico de Evaluación, quienes se encargarán de emitir oportunamente las convocatorias públicas abiertas necesarias para la renovación de los miembros por elección del Consejo de Administración, mencionados en los incisos d), e), f) y g) del artículo 20, en la que señalarán las etapas completas para el procedimiento, criterios de evaluación de idoneidad de las personas aspirantes a integrar el Consejo, fechas límites y plazos, sujetándose a los siguientes términos:

a) Las personas aspirantes al cargo de Consejería serán electas en el tercer y noveno semestres de cada administración estatal, y entrarán en funciones al inicio del cuarto y décimo semestres, respectivamente.

b) Podrán ser ratificadas por un período inmediato, en una sola ocasión.

c) Podrá participar cualquier persona que tenga la ciudadanía mexicana y que cumpla con los requisitos que señala la presente Ley.

Para cada una de las consejerías mencionadas en los incisos d), e), f) y g) del artículo 20, se nombrará una persona suplente quien entrará en funciones en caso de renuncia o remoción.

Los cargos de la Consejería serán honoríficos, sin excepción, deberán desempeñar las funciones que el propio Consejo de Administración, la Ley y demás ordenamientos aplicables les asignen, y ejercer por períodos cuya duración y escalonamiento provean al ejercicio autónomo de sus funciones, continuidad de sus acciones y equilibrio en sus decisiones.

Los integrantes del Consejo que se desempeñan como servidores públicos durarán en el cargo el término que dure su responsabilidad.

En caso de renuncia o remoción de una persona integrante de la Consejería de los señalados en los incisos d), e), f) y g) del artículo 20, el Consejo llamará al suplente por el término restante de su período.

Artículo 20 QUINQUIES. La persona que ocupe la titularidad de la Dirección Ejecutiva de la Junta Municipal será nombrada y removida por el Consejo de Administración de la Junta Central, el nombramiento será a propuesta de una terna que presente el Consejo de Administración de la Junta Municipal. Participará en las reuniones del Consejo de Administración de la Junta Municipal con derecho a voz, pero sin voto.
Artículo 21. Los Consejos de Administración de las juntas municipales sesionarán ordinariamente una vez al mes y extraordinariamente cuando así se convoque.
Las Sesiones del Consejo serán dirigidas por quien ocupe la Presidencia. 

El Consejo se instalará válidamente con la presencia de la mayoría de los integrantes.

Todas sus sesiones deberán de ser públicas y transmitirse vía electrónica, en su caso, en vivo; cada sesión deberá celebrarse de acuerdo a un orden del día, el cual se dará a conocer a los miembros del Consejo, por lo menos con dos días hábiles de anticipación en los casos de sesiones ordinarias, y con doce horas de anticipación en los casos de sesiones extraordinarias; sus acuerdos se asentarán en el acta correspondiente, en la que se consignarán, por lo menos, los integrantes que estuvieron presentes y las resoluciones aprobadas, misma que deberá ser inscrita en el Libro de Actas que para cada año corresponda. 

Sus acuerdos y determinaciones se tomarán por mayoría simple de votos de los presentes y, en caso de empate, tendrá la Presidencia voto de calidad.

Artículo 21 BIS. El Consejo de Administración de las Juntas Municipales tendrá las siguientes facultades:

I. Proponer, al Consejo de la Junta Central, una terna para la elección de las personas que ocupen la Presidencia del Consejo de Administración, conformada por personas externas al propio Consejo de Administración de la junta municipal y deberá representar la pluralidad de los integrantes, así como una terna para ocupar la Dirección Ejecutiva.

II. Aprobar los nombramientos de las personas aspirantes a ser titulares de las Direcciones de la Junta Municipal y, en su caso, su remoción.

III. Nombrar y remover, en su calidad de Comité Técnico de Evaluación, a los integrantes de la Consejería por elección.

IV. Aprobar los proyectos de ingresos y egresos, y demás servicios que preste. 

V. Conocer de  los informes sobre los estados financieros de la junta operadora y remitirlos al Consejo de la Junta Central para su conocimiento, sin perjuicio de las facultades del Congreso del Estado, en la materia.

VI. Autorizar los derechos de cobro, las tarifas y sus modificaciones por la prestación de los servicios, y remitirlos al Consejo de la Junta Central para su aprobación.

VII. Autorizar el proyecto del Programa Operativo Anual y remitirlo al Consejo de la Junta Central para su aprobación.

VIII. Autorizar la solicitud al H. Congreso del Estado para contratar el financiamiento para obras, servicios y amortización de pasivos de las juntas operadoras y remitirla al Consejo de la Junta Central para su aprobación, sin perjuicio de las facultades del Congreso del Estado, en la materia.

IX. Autorizar la solicitud al H. Congreso del Estado para contratar el financiamiento para llevar a cabo la construcción de las obras y adquisición de equipos que requieran, para los sistemas de agua, alcantarillado sanitario, saneamiento, tratamiento de aguas residuales y disposición final de lodos y, en su caso, el alcantarillado pluvial, para la amortización de pasivos, y remitirla al Consejo de la Junta Central para su aprobación, sin perjuicio de las facultades del Congreso del Estado, en la materia.

X. Aprobar el informe anual de actividades y remitirlo al Consejo de la Junta Central para su conocimiento.

XI. Conocer de las erogaciones de carácter extraordinario y remitirlas al Consejo de la Junta Central para su aprobación, cuando el valor sea superior a un importe de treinta y cinco veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, elevados al año. 

XII. Autorizar la solicitud al H. Congreso del Estado para contratar créditos y garantías por parte de la junta operadora y remitirla al Consejo de la Junta Central para su aprobación, sin perjuicio de las facultades del Congreso del Estado, en la materia.

XIII. Autorizar la solicitud al Consejo de la Junta Central para su aprobación, de contratación de deuda a corto plazo, de conformidad a la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios.

XIV. Autorizar la enajenación de bienes inmuebles de la junta municipal, sin perjuicio de la aprobación del Consejo de Administración de la Junta Central y del H. Congreso del Estado, de acuerdo a la normatividad aplicable.

XV. Aprobar la enajenación de bienes muebles de la junta municipal, cuando el valor de los bienes muebles de las juntas operadoras, sea superior a un importe de treinta y cinco veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, elevados al año, sin considerar los impuestos que genere dicha operación, se deberá someter a aprobación del Consejo de Administración de la Junta Central. 

XVI. Aprobar la celebración de contratos de obra y adquisiciones, servicios profesionales, saneamiento, tratamiento de aguas residuales, disposición final de lodos y demás actos de la junta operadora, así como todos los actos de carácter extraordinario.

XVII. Autorizar su propuesta de estructura orgánica y remitirla al Consejo de Administración de la Junta Central para su aprobación.

XVIII. Realizar todas las actividades que sean necesarias, en el ámbito de su competencia, para lograr que las juntas operadoras presten a la comunidad servicios adecuados y eficientes, de conformidad con la presente Ley y demás normatividad aplicable.

XIX. Las demás que señale esta Ley, el Reglamento, el Código Administrativo del Estado, el Estatuto Orgánico y otras disposiciones legales.

Artículo 22. Las juntas operadoras tienen las siguientes atribuciones:

I.         Prestar y administrar los servicios de agua, alcantarillado sanitario, saneamiento, tratamiento de aguas residuales y disposición final de lodos en las poblaciones del municipio de que se trate y acatar las instrucciones administrativas, técnicas, financieras y legales que reciban de la Junta Central. 
II. Recaudar los ingresos por concepto de pago de servicios de agua, alcantarillado sanitario, saneamiento, tratamiento de aguas residuales y disposición final de lodos.
III. Se deroga.

IV. Formular el proyecto de Programa Operativo Anual y someterlo a la aprobación del Consejo de Administración de la Junta Central.

V. Elaborar el informe anual de actividades, y remitirlo al Consejo de Administración de la Junta Central para su conocimiento.

VI. Se deroga.

VII. Llevar la contabilidad conforme a los lineamientos que le señale la Junta Central y en términos de las leyes respectivas.

VIII. Acordar y ejecutar la suspensión de los contratos de adhesión de prestación de servicios de agua potable, alcantarillado sanitario, saneamiento y tratamiento de aguas residuales, en los términos que establezca el reglamento y respetando en todo momento la garantía de audiencia.
IX. Planear, programar y gestionar el financiamiento para llevar a cabo la construcción de las obras y adquisición de equipos que requieran, para los sistemas de agua, alcantarillado sanitario, saneamiento, tratamiento de aguas residuales y disposición final de lodos y, en su caso, el alcantarillado pluvial.
X. ... 

XI. Formular el anteproyecto de presupuesto de ingresos y egresos, y someterlo para su autorización a su Consejo de Administración.

XII. Proponer anualmente para su autorización al Consejo de Administración de la Junta Central, los derechos de cobro, las tarifas y sus modificaciones por la prestación de los servicios para el cobro de estos, tomando en cuenta, entre otros, el criterio de estimular y privilegiar el ahorro del agua.

XIII. Las demás que fijen esta Ley y otras disposiciones legales.

Artículo 23 BIS. Para ocupar el cargo de titular de la Presidencia de la Junta Operadora se requiere tener la ciudadanía mexicana y contar con experiencia en el sector público o privado. 

Artículo 23 TER. Para ocupar el cargo de titular de la Dirección Ejecutiva en las Juntas Municipales se requiere:

I. Contar con estudios profesionales y haberse desempeñado en actividades que proporcionen la experiencia técnica y administrativa, necesaria para cumplir con sus funciones.

II. Para que pueda desempeñar sus funciones sin conflicto de interés y sin estar supeditado a intereses personales y/o económicos, no deberán ser prestadores de servicios, proveedores, contratistas, deudores o acreedores de la Junta Central o cualquiera de las juntas operadoras u organismos operadores municipales del Estado en general; concesionarios, consejeros, asesores o empleados de una persona moral que sea prestador de servicios, proveedor, contratista, deudor o acreedor de la Junta Central o cualquiera de las juntas operadoras u organismos operadores municipales del Estado en general.

Artículo 24. Son facultades de la Presidencia del Consejo de la Junta Municipal, de forma enunciativa pero no limitativa:
I. Dirigir las sesiones del Consejo.
II. Representar al Consejo.

III. Proponer al Consejo de Administración los programas operativos anuales.

IV. Convocar a sesiones ordinarias y extraordinarias del Consejo de Administración.
V. Gestionar la obtención de contratos de financiamiento para obras, servicios y amortización de pasivos, previa autorización del Consejo de Administración, y aprobación del Poder Legislativo, en los términos de la legislación aplicable.
VI. Someter al Consejo de Administración para su aprobación, los anteproyectos de ingresos y egresos y las tarifas por los servicios que preste.

VII. Someter al Consejo de Administración los informes de los estados financieros de la junta operadora, sin perjuicio de las facultades del H. Congreso del Estado, en la materia.

VIII. Supervisar la implementación del Programa Operativo Anual.

IX. Proponer para la aprobación del Consejo de Administración, a solicitud de la Dirección Ejecutiva, la política financiera que deba prevalecer en el cobro de los derechos, cuotas o tarifas, así como en los lineamientos de bonificaciones, ajustes y descuentos que deban implementar los organismos operadores.

X. Establecer relaciones de coordinación con las autoridades federales, estatales y municipales, de la Administración Pública Centralizada o Paraestatal, así como con los sectores social y privado, para el trámite y atención de asuntos de interés común.

XI. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones de esta Ley, su Reglamento y demás ordenamientos aplicables, a través de las dependencias y personal de la propia Junta Municipal que se determine.

XII. Someter, a solicitud de la Dirección Ejecutiva, a la aprobación del Consejo de Administración el orden de prioridad de las acciones y obras, a fin de que los recursos se orienten hacia aquellas que tengan mayor impacto económico y beneficio social.

XIII. Evaluar el cumplimiento de los objetivos y metas planteados por las juntas operadoras.

XIV. Evaluar, cuando así se requiera, los créditos que se otorguen a las juntas municipales y rurales.

XV. Las demás que le señale la presente Ley, su Reglamento, el Consejo de Administración, los estatutos y otros ordenamientos aplicables.

Artículo 24 BIS. Las Direcciones Ejecutivas de las Juntas Municipales, tienen las siguientes obligaciones, facultades y atribuciones:

I. Representar legalmente a la Junta Municipal, ante las autoridades fiscales y administrativas, agrarias, mercantiles, penales, de la salud, del trabajo y judiciales, y demás, con las más amplias facultades generales, aun aquellas que requieran cláusulas especiales conforme a la ley; estará investido de poder general para pleitos y cobranzas, así como para actos de administración; previo acuerdo del Consejo de Administración, podrá suscribir títulos de créditos a nombre del organismo con firma mancomunada de quien ocupe la Dirección Financiera; formular querellas y denuncias; otorgar el perdón extintivo de la pretensión punitiva; elaborar y absolver posiciones; promover y desistirse de acciones judiciales, inclusive del juicio de amparo; comprometer asuntos en arbitraje y celebrar transacciones; emitir, avalar y negociar títulos de crédito; otorgar poderes generales y especiales con las facultades que les competan, entre ellas, las que requieran cláusula especial o autorización, así como sustituir y revocar mandatos o poderes generales o especiales. Para realizar actos de dominio sobre bienes del régimen de dominio privado, requerirá acuerdo previo del Consejo de Administración. Así mismo, podrá delegar funciones y facultades mediante acuerdo específico.

II. Ejecutar los acuerdos de su Consejo de Administración y las instrucciones que reciba de la Junta Central o del Consejo de Administración de esta última.

III. Suscribir, junto con quien ocupe la Dirección Financiera, los títulos de crédito, contratos y demás actos relativos al patrimonio de la Junta.

IV. Imponer sanciones disciplinarias de acuerdo con el Reglamento Interior de Trabajo y demás normatividad aplicable.

V. Someter al Consejo de Administración para su autorización, los anteproyectos de ingresos y de egresos y los informes de los estados financieros, y enviarlos al Consejo de Administración de la Junta Central para su aprobación, en la primera quincena del mes de noviembre.

VI. Contar con los Proyectos Maestros para Mejoramiento de los Servicios que presta y actualizarlos, en su caso, cada seis años, de conformidad con el Plan Estatal de Desarrollo, así como de los programas sectoriales, regionales, especiales e institucionales que correspondan.

VII. Rendir al Consejo de Administración los informes siguientes:

a) Anual de actividades.

b) De cumplimiento de acuerdos del Consejo de Administración.

c) De resultados de los estados financieros.

d) Mensual de actividades que incluya el Sistema de Indicadores, el reporte de las Incidencias sobre la Observancia de la Normatividad Administrativa, el avance del cumplimiento de los Programas Operativo Anual y de Operación y las recomendaciones emitidas para corregir las observaciones detectadas.

VIII. Nombrar y remover libremente al personal de la Junta Municipal, a excepción de las Direcciones, lo cual informará al Consejo de Administración en sesión inmediata posterior.

IX. Verificar la realización de los estudios y análisis técnicos, económicos y financieros necesarios para evaluar la relación costo-beneficio de las obras y su impacto social.

X. Elaborar y actualizar los indicadores institucionales de la Junta Municipal, en coordinación con la Junta Central, así como coadyuvar en el establecimiento de estándares de calidad y productividad para cada indicador institucional.

XI. Formular el programa de operación y calidad de la Junta, y someterlo a la autorización del Consejo de Administración e implantarlo.

XII. Instrumentar de manera sistemática, los programas de mejora continua y las evaluaciones de resultado de las diferentes áreas que integran la Junta Municipal.

XIII. Integrar en el informe mensual, el sistema de indicadores, el reporte de las incidencias sobre la observancia de la normatividad administrativa y las recomendaciones emitidas para corregir las observaciones detectadas, y presentarlo a su Consejo de Administración.
XIV. Realizar todas las actividades que sean necesarias para lograr que la Junta Municipal preste a la comunidad servicios adecuados y eficientes, de conformidad con los lineamientos técnicos, administrativos, financieros y legales a que haya lugar.

XV. Nombrar a las personas que habrán de desempeñarse como inspectores, ejecutores, visitadores, verificadores y notificadores, los cuales tendrán fe pública para los trámites relacionados con el organismo operador; las facultades, funciones y obligaciones de estos se determinarán en el reglamento.
XVI. Las demás que le correspondan de acuerdo con esta Ley, el Código Administrativo del Estado, los estatutos y los reglamentos respectivos o los que le otorgue el Consejo de Administración.
Artículo 25. La Secretaría del Consejo tendrá las mismas facultades que la de la Junta Central, en el ámbito de su competencia.

Artículo 25 BIS. La Dirección Financiera tendrá las mismas facultades que la de la Junta Central, en el ámbito de su competencia, además de las siguientes:

I. Formular los anteproyectos de presupuestos de ingresos y de egresos, y someterlos a la aprobación del Consejo de Administración.

II. Formular el anteproyecto de los derechos de cobro, las tarifas y sus modificaciones, y someterlo a la aprobación del Consejo de Administración.

III. Determinar los créditos fiscales y ejercer la facultad económica coactiva; designar y delegar a los funcionarios públicos necesarios para llevarla a cabo, así como emitir las resoluciones correspondientes, en términos del Código Fiscal del Estado de Chihuahua y demás ordenamientos aplicables.

IV. Calificar las infracciones y sanciones a la Ley y demás normas aplicables e imponer las sanciones que procedan.

Artículo 26. ...

... 

La propuesta para la determinación de los derechos, cuotas o tarifas para el cobro de los servicios, es competencia de las juntas operadoras, y su aprobación, del Consejo de Administración de la Junta Central.

… 

Artículo 27. Las juntas rurales son organismos públicos descentralizados del Poder Ejecutivo, bajo la coordinación sectorial de la Junta Central, de conformidad con lo señalado en los artículos 42 y 43 de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo, facultados para la prestación de los servicios de agua, alcantarillado sanitario, saneamiento, tratamiento de aguas residuales y disposición final de lodos, requeridos dentro de una circunscripción territorial determinada y bajo la estructura orgánica y atribuciones que serán las que apruebe la Junta Central.

Artículo 27 BIS. Las Juntas Distritales de Agua y Saneamiento son organismos públicos descentralizados del Poder Ejecutivo, bajo la coordinación sectorial de la Junta Central, de conformidad con lo señalado en los artículos 42 y 43 de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo, facultados para la prestación de los servicios de agua, alcantarillado sanitario, saneamiento, tratamiento de aguas residuales y disposición final de lodos, de una demarcación geográfica determinada y bajo la estructura orgánica, atribuciones y domicilio, que serán las que apruebe el Consejo de Administración de la Junta Central.

Se determinarán en base a criterios de autosuficiencia técnica, administrativa y financiera, con la finalidad contar con una prestación adecuada de los servicios públicos a cargo de las juntas operadoras y pueden comprender, de forma total o parcial, uno o varios municipios, una o varias juntas municipales, juntas rurales o comités del agua, en su caso. 

En cuanto a su organización, facultades y funcionamiento, se regirán por lo establecido en la presente Ley, en lo que se refiere a las juntas municipales.

Cada una de las poblaciones que formen parte del Distrito de Servicio, siempre que no pertenezcan a la cabecera del mismo, podrá designar a un representante, mismo que, previa solicitud, podrá participar en las sesiones del Consejo de Administración que lo supedite, con voz, pero sin voto.

CAPÍTULO IV BIS

DE LAS AUTORIDADES MUNICIPALES

Artículo 27 TER. Los municipios, en los términos del artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y del artículo 138 de la Constitución Política del Estado de Chihuahua, tienen a su cargo los servicios públicos de agua potable, alcantarillado sanitario, tratamiento y disposición de sus aguas residuales, observando lo establecido en esta Ley y las disposiciones de la Ley de Aguas Nacionales, considerando como servicios públicos todos aquellos prestados a usuarios que no posean derechos propios de explotación de aguas o vertido a cauces nacionales o de jurisdicción estatal.

Los municipios, previo acuerdo entre sus ayuntamientos, podrán coordinarse y asociarse para la más eficaz prestación de los servicios públicos o el mejor ejercicio de las funciones que les correspondan. En este caso y tratándose de la asociación de municipios de dos o más Estados, deberán contar con la aprobación de la Legislatura del Estado. Así mismo, cuando a juicio del Ayuntamiento respectivo sea necesario, podrán celebrar convenios con el Estado para que este, de manera directa o a través del organismo correspondiente, se haga cargo en forma temporal de algunos de ellos, o bien se presten o ejerzan coordinadamente por el Estado y el propio municipio.

Cuando los municipios soliciten la transferencia para la prestación de los servicios de agua, alcantarillado sanitario, saneamiento, tratamiento de aguas residuales y disposición final de lodos, se atenderá a lo dispuesto por la presente Ley, la Ley para la Transferencia de las Funciones y Servicios Públicos Municipales en el Estado de Chihuahua y demás aplicables.

Artículo 27 CUÁTER. De acuerdo con los términos del artículo 115 Constitucional y la Ley de Aguas Nacionales, corresponde a los municipios el saneamiento de las aguas residuales de los servicios a su cargo, por lo que el servicio de saneamiento será inherente a la prestación del servicio de agua potable, lo mismo que el pago de derechos y sanciones por vertido a cauces nacionales o de jurisdicción estatal, así como lo relativo al drenaje pluvial.

Artículo 27 QUINQUIES. Para la prestación de los servicios públicos de agua potable, alcantarillado sanitario, saneamiento, tratamiento y disposición final de sus aguas residuales, los ayuntamientos serán corresponsables con los organismos operadores municipales en:

I. Vigilar la organización, administración y funcionamiento del organismo operador.

II. Proporcionar asesoría y asistencia técnica a los organismos operadores.

III. Auditar y fiscalizar, en su caso, todos los ingresos y egresos del organismo operador municipal, sin perjuicio de las facultades del Congreso del Estado y del Poder Ejecutivo, a través de la Junta Central y de otras autoridades en la materia.

IV. Asesorar, auxiliar y prestar servicios de apoyo y asistencia técnica, administrativa y legal al organismo operador municipal.
V. Verificar la calidad del agua potable suministrada, para que cumpla con las normas oficiales establecidas.

VI. Verificar el cumplimiento del tratamiento de sus aguas residuales, así como el cumplimiento de las normas oficiales mexicanas para la disposición del efluente.
VII. La reutilización y recirculación de las aguas servidas de forma que no generen impactos adversos.

VIII. Las condiciones particulares de descarga conforme a la normatividad vigente.

Para cumplir con lo anterior, podrán contar con el apoyo y asesoría de la Junta Central, previa solicitud al respecto y elaboración del convenio respectivo.

Artículo 28. Cuando los municipios soliciten la transferencia para la prestación de los servicios de agua, alcantarillado sanitario, saneamiento, tratamiento de aguas residuales y disposición final de lodos, se atenderá a lo dispuesto por la presente Ley y por la Ley para la Transferencia de las Funciones y Servicios Públicos Municipales en el Estado de Chihuahua.
Los organismos operadores municipales son organismos públicos descentralizados del municipio en el que operan, con personalidad jurídica y patrimonios propios, así como autonomía técnica, financiera y administrativa, facultados para la prestación de los servicios de agua potable, alcantarillado sanitario, saneamiento, tratamiento de aguas residuales y disposición final de lodos, requeridos dentro del territorio municipal, conforme a lo establecido en los artículos 29 y 180 del Código Municipal para el Estado de Chihuahua. Su domicilio legal será dentro del municipio en el que operen.

Para el correcto desarrollo de sus atribuciones, los organismos operadores municipales contarán con una Dirección Ejecutiva, y de acuerdo a su capacidad financiera, podrán contar con una Dirección Financiera, una Jurídica y una Técnica, así como con las Direcciones, Subdirecciones y demás áreas técnico administrativas necesarias para cumplir con sus objetivos.

También contará con un órgano de control interno, con dependencia jerárquica y funcional de la Secretaría encargada del Control Interno del Ejecutivo, con las facultades que determine la ley para prevenir, corregir e investigar actos u omisiones que pudieran constituir responsabilidades administrativas.

Artículo 29. En el ámbito de su competencia, los organismos operadores municipales, tienen las atribuciones siguientes:

A. En materia institucional:
I. Dar seguimiento al Programa Sectorial de Aprovechamiento Sustentable del Agua en el Estado, así como en la ejecución de los estudios, proyectos y obras de infraestructura hidráulica.

II. Participar, en coordinación con la Federación, el Estado y el municipio, en el establecimiento de las políticas, lineamientos y especificaciones técnicas, conforme a los cuales deberá efectuarse la construcción, ampliación, rehabilitación, administración, operación, conservación, mejoramiento y mantenimiento de los sistemas de abastecimiento de agua potable, alcantarillado sanitario, saneamiento, tratamiento de aguas residuales y disposición final de lodos.

III. Promover y fomentar el uso eficiente y la preservación del agua, así como la cultura del agua como recurso escaso y vital.

IV. Realizar estudios y proyectos que permitan definir las políticas a aplicar en acciones para el desarrollo de programas eficientes y prácticos para la construcción, mantenimiento, habilitación y equipamiento de infraestructura hidráulica en general, incluido el drenaje pluvial, así como evaluar las condiciones físicas de dicha infraestructura, de conformidad con lo establecido en los Capítulos II y III de esta Ley.

V. Elaborar el Programa Institucional, verificando periódicamente la relación que guardan sus actividades, así como los resultados de su ejecución con los objetivos y prioridades establecidos en el mismo programa.

VI. Fomentar y dirigir las acciones de investigación y desarrollo tecnológico en materia de agua, incluyendo la difusión, formación y capacitación de recursos humanos.

VII. Participar, en los términos de los convenios correspondientes, en los comités directivos de las asociaciones de usuarios, asociaciones de productores y sociedades de responsabilidad limitadas de interés público y capital variable de los distritos de riego.
VIII. Participar, en los términos de los convenios correspondientes, con instituciones académicas y de investigación para generar conocimiento e innovación tecnológica en materia del agua. 
B. En materia de servicios de agua potable, alcantarillado sanitario, saneamiento, tratamiento de aguas residuales y disposición final de lodos:

I. Prestar y administrar, en sus respectivas jurisdicciones, los servicios materia de esta Ley.

II. Recaudar los ingresos por concepto de pago de servicios prestados en materia de esta Ley.

III. Formular los programas de obra y someterlos a la aprobación del Consejo de Administración.

IV. Elaborar el informe anual de actividades, para someterlo a la aprobación del Consejo de Administración. 

V. Nombrar y remover libremente al personal del organismo operador municipal.
VI. Llevar la contabilidad conforme a los lineamientos que señale el Consejo de Administración y las leyes respectivas.
VII. Acordar y ejecutar la suspensión de los contratos de adhesión de prestación de servicios materia de esta Ley, en los términos que establezcan los lineamientos o el reglamento y respetando en todo momento la garantía de audiencia.

VIII. Planear, programar y gestionar el financiamiento para llevar a cabo la construcción de las obras y adquisición de equipos que requieran, para los sistemas materia de esta Ley y, en su caso, el drenaje pluvial.

IX. Realizar periódicamente muestras y análisis del agua; llevar estadísticas de sus resultados y tomar las medidas necesarias para garantizar la calidad del agua que se distribuye a la población, así como vigilar que una vez utilizada, se vierta a los cauces o vasos, de conformidad con la legislación aplicable.

X. Formular los anteproyectos de ingresos y de egresos, y someterlos para su aprobación al Consejo de Administración.
XI. Proponer anualmente para su aprobación al Consejo de Administración, el anteproyecto de los derechos de cobro, las tarifas y sus modificaciones por la prestación de los servicios para el cobro de servicios, tomando en cuenta, entre otros, el criterio de estimular y privilegiar el ahorro del agua.

XII. Planear y programar la prestación de los servicios en los términos de esta Ley.

XIII. Realizar, por sí o a través de terceros y de conformidad con esta Ley, las obras de infraestructura hidráulica, incluida su operación, conservación y mantenimiento, previa aprobación del Consejo de Administración.

XIV. Organizar el cuerpo del servicio profesional de agua y saneamiento de carácter permanente y con funciones especializadas en el área técnica, financiera y administrativa, cuyos miembros deberán cubrir el requisito de formación profesional y capacitación correspondiente.

XV. Prever el desarrollo de la población para determinar las fuentes de abastecimiento de agua potable, redes de distribución y colectores, así como las plantas de tratamiento de aguas residuales y disposición final de lodos.

XVI. Presentar al Consejo de Administración, en la primera quincena del mes de octubre, los anteproyectos de ingresos y de egresos y los anteproyectos, que deberán regir en el año siguiente. Cualquier modificación al presupuesto autorizado requerirá la autorización del Consejo de Administración.

XVII. Ejecutar obras de infraestructura hidráulica, en los términos de los convenios que al efecto se celebren con los municipios, el Estado y la Federación, previa aprobación del Consejo de Administración.

XVIII. Solicitar a las autoridades competentes la expropiación, ocupación temporal, total o parcial, de bienes o la limitación de los derechos de dominio para el cumplimiento de sus objetivos, en los términos de la Ley.

XIX. Promover el establecimiento y difusión de normas relativas a la realización de obras y a la construcción, operación, administración, conservación y mantenimiento de los sistemas de captación, potabilización, conducción, almacenamiento y distribución del agua, alcantarillado sanitario, saneamiento de aguas residuales y disposición final de lodos.

XX. Ejecutar las obras de infraestructura hidráulica de acuerdo a las especificaciones, proyectos, precios y programas aprobados por el Consejo de Administración, conforme a lo dispuesto en esta Ley y demás disposiciones relativas y aplicables.

XXI. Evaluar la disponibilidad y calidad del agua como recurso natural, a fin de contar con la información requerida para coordinar, planear y, en su caso, administrar, en todo o en parte, la distribución de la misma en sus diferentes usos.

XXII. Las demás que les otorguen la presente Ley u otras disposiciones legales en la materia a los organismos operadores, en tanto no vulneren su autonomía municipal.

El ejercicio de estas atribuciones deberá apegarse a los planes, políticas, lineamientos y demás instrumentos derivados de lo establecido en los Capítulos II y III de esta Ley.
Artículo 30. El patrimonio de los organismos operadores se integra por:
I. Sus activos y pasivos.

II. Las aportaciones y bienes transferidos por la Federación, el Estado y otros municipios que en su caso se realicen, así como las aportaciones que el organismo operador lleve a cabo.

III. Los créditos que obtenga para el cumplimiento de sus fines.

IV. Las donaciones, herencias, legados y demás aportaciones de los particulares, así como los subsidios y adjudicaciones a su favor.

V. Los remanentes, frutos, utilidades, productos, intereses y ventas que obtenga de su propio patrimonio.

VI. Los títulos, autorizaciones y demás instrumentos legales que le sean otorgados para la prestación de los servicios públicos, ya sea por alguna autoridad federal, estatal o municipal, de conformidad con la legislación correspondiente, los que por ningún motivo o circunstancia podrán ser utilizados en beneficio de persona alguna que no sea el propio organismo operador.

VII. Los demás bienes y derechos que adquiera por cualquier título legal.
Los bienes afectos directamente al organismo operador municipal serán inembargables e imprescriptibles.

Los bienes inmuebles del organismo operador municipal se consideran bienes del dominio público del municipio.
Artículo 31. En cuanto a los ingresos que obtengan por la prestación de los servicios establecidos en la presente Ley, en todo momento deberán destinarse al mejoramiento del servicio, sin que, por ningún motivo, los municipios puedan disponer de estos ingresos para fines distintos al objeto establecido en la presente Ley; en caso de incumplimiento, se impondrán las sanciones administrativas y/o penales que correspondan.

Los organismos operadores municipales tienen la obligación de crear un Sistema de Cuotas y Tarifas que considere los distintos usos del agua; promueva el uso eficiente del recurso; racionalice los patrones de consumo; desaliente las actividades que impliquen demandas excesivas y propicie el uso de agua residual tratada en aquellas actividades donde no se requiera agua potable, el cual tomará como base para su determinación, los siguientes criterios de legalidad:

a) El porcentaje de incremento de los insumos.

b) Los costos de extracción de agua, según la zona.

c) Los incrementos en el costo por consumo de energía eléctrica.

d) Los incrementos en el servicio de cuota fija.
e) Los incrementos en el servicio medido.

f) El pago de derechos federales de extracción.

g) Los gastos de operación.

h) Los gastos administrativos.

i) Los gastos de saneamiento.

j) Las inversiones propias.
Artículo 31 BIS. Los organismos operadores municipales tendrán un Consejo de Administración, integrado por:

I. La Presidencia del Consejo, que será quien ocupe la Presidencia del Ayuntamiento al que se refiera.
II. La Secretará del Consejo, que será la persona titular de la Dirección Jurídica o Financiera, con voz, pero sin voto.
III. Seis Consejerías:
a) Quien ocupe la titularidad de la Dirección de Obras Públicas o Desarrollo Urbano; podrá designar a su respectivo suplente, y deberá tener el nivel inmediato inferior.
b) Quien ocupe la Presidencia de la Comisión de Desarrollo Urbano del Ayuntamiento.
c) Una persona representante del sector académico y/o investigación.
d) Una persona representante del sector empresarial.
e) Una persona representante de los Colegios de Profesionistas, relacionados con la problemática del agua.
f) Una persona representante de la Sociedad Civil Organizada relacionada con la problemática del agua.

En aquellos municipios en donde no se cuente con alguna de las organizaciones o colegios señalados, se considerarán en su lugar representantes de las organizaciones de productores, profesionistas u organizaciones de la sociedad civil con mayor representatividad en el municipio, siempre y cuando cumplan con los requisitos señalados en la presente Ley.

Artículo 31 TER. Las personas que pretendan ocupar alguna de las Consejerías, señaladas en los incisos c), d), e) y f) del artículo 31 BIS, deberán cumplir con los siguientes requisitos:

I. Haberse desempeñado, durante al menos dos años, ya sea en los ámbitos profesional, empresarial, docente o de investigación, en actividades que proporcionen la experiencia necesaria en el sector del agua y/o administrativa para cumplir con las funciones de Consejería del organismo operador municipal.
II. No haber sido funcionario público de cualquier orden de gobierno en el año inmediato anterior, ni haber ocupado cargos de elección popular o directivos en partido político alguno, en los tres años inmediatos anteriores al día de la designación.
III. No haber sido condenado mediante sentencia firme por delito doloso que le imponga pena de prisión, y tratándose de delitos patrimoniales dolosos, cualquiera que haya sido la pena.
IV. Para que puedan desempeñar sus funciones sin conflicto de interés y sin estar supeditados a intereses personales y/o económicos, no deberán ser prestadores de servicios, proveedores, contratistas, deudores o acreedores o empleados de la Junta Central o cualquiera de las juntas operadoras u organismos operadores municipales en general; concesionarios, consejeros, asesores o empleados de una persona moral que sea prestador de servicios, proveedor, contratista, deudor o acreedor importante de la Junta Central o cualquiera de las juntas operadoras u organismos operadores municipales en general.

Artículo 31 CUÁTER. Los miembros de cada uno de los Consejos de Administración conformarán su respectivo Comité Técnico de Evaluación, que se encargará de emitir oportunamente las convocatorias públicas abiertas necesarias para la renovación de los miembros por elección de los Consejos de Administración, señalados en los incisos c), d), e) y f) del artículo 31 BIS, en la que señalarán las etapas completas para el procedimiento, criterios de evaluación de idoneidad de los aspirantes a miembros, fechas límites y plazos, para cada una de las consejerías se nombrará una persona suplente, quien entrará en funciones en caso de renuncia o remoción, sujetándose a los siguientes términos:

a) Serán electas en el tercer semestre de cada administración municipal y entrarán en funciones al inicio del cuarto semestre.
b) Podrán ser ratificados por un período inmediato, en una sola ocasión.
c) Podrá participar cualquier persona con ciudadanía mexicana que cumpla con los requisitos que señala la presente Ley.

En caso de renuncia o remoción de una persona que ocupe una Consejería de las señaladas en los incisos c), d), e) y f) del artículo 31 BIS, el Consejo llamará a la persona suplente por el término restante de su período.

Los cargos de las personas que ocupen las Consejerías serán honoríficos, sin excepción, deberán desempeñar las funciones que el propio Consejo de Administración, la Ley y ordenamientos aplicables les asignen y ejercer por períodos cuya duración y escalonamiento provean al ejercicio autónomo de sus funciones, continuidad de sus acciones y equilibrio en sus decisiones.

Las personas integrantes del Consejo que se desempeñan como servidoras públicas durarán en el cargo el término que dure su responsabilidad. Podrán ser removidos por causas graves o al término de su responsabilidad, conforme a las reglas y al procedimiento que establezca la Junta Central en la norma respectiva.
Artículo 31 QUINQUIES. Los Consejos de Administración de los organismos operadores municipales sesionarán ordinariamente una vez al mes, y extraordinariamente cuando así se convoque.

Las sesiones del Consejo serán dirigidas por quien ocupe su Presidencia. 

El Consejo se instalará válidamente con la presencia de la mayoría de los integrantes.

Todas sus sesiones deberán de ser públicas y transmitirse vía electrónica, en su caso, en vivo; cada sesión deberá celebrarse de acuerdo a un orden del día, el cual se dará a conocer a los miembros del Consejo, por lo menos con dos días hábiles de anticipación en los casos de sesiones ordinarias, y con veinticuatro horas de anticipación en los casos de sesiones extraordinarias; sus acuerdos se asentarán en el acta correspondiente, en la que se consignarán, por lo menos, las personas integrantes del Consejo que estuvieron presentes y las resoluciones aprobadas, misma que deberá ser inscrita en el Libro de Actas que para cada año corresponda; tendrá quórum legal con la mitad más uno de sus integrantes.

Sus acuerdos y determinaciones se tomarán por mayoría simple de votos de los presentes y, en caso de empate, tendrá la Presidencia voto de calidad.

Artículo 31 SEXIES. El Consejo de Administración de los organismos operadores municipales tendrá las siguientes facultades:

I. Nombrar y remover a la persona que ocupe la titularidad de la Dirección Ejecutiva, y aprobar los nombramientos de las demás Direcciones.
II. Nombrar y remover, en su calidad de Comité Técnico de Evaluación, a las personas de la Consejería por elección.
III. Aprobar los presupuestos de ingresos y egresos, estados financieros, derechos de cobro, tarifas o, en su caso, sus modificaciones.
IV. Aprobar el Programa Operativo Anual.
V. Autorizar la solicitud al H. Congreso del Estado para contratar el financiamiento para obras, servicios y amortización de pasivos de la Junta Central y las juntas operadoras.
VI. Aprobar los programas de obra.
VII. Aprobar el programa e informe anual de actividades.
VIII. Aprobar su estructura orgánica.
IX. Autorizar la solicitud al H. Congreso del Estado para contratar financiamiento para llevar a cabo la construcción de las obras y adquisición de equipos que requieran, para los sistemas de agua, alcantarillado sanitario, saneamiento, tratamiento de aguas residuales y disposición final de lodos y, en su caso, el alcantarillado pluvial, para la amortización de pasivos.
X. Aprobar las erogaciones de carácter extraordinario.
XI. Autorizar la solicitud al H. Congreso del Estado para contratar créditos y garantías por parte de las juntas operadoras.
XII. Aprobar la enajenación de bienes muebles e inmuebles, sin perjuicio de la autorización del Congreso del Estado y normatividad aplicable.
XIII. Aprobar la celebración de contratos de obra y adquisiciones, servicios profesionales, saneamiento, tratamiento de aguas residuales disposición final de lodos.
XIV. Determinar la política financiera que deba prevalecer en el cobro de los derechos, cuotas o tarifas, así como en los lineamientos de bonificaciones, que deban implementar.
XV. Aprobar el Estatuto Orgánico.
XVI. Las demás que señale esta Ley, su Reglamento, el Código Administrativo del Estado de Chihuahua, el Estatuto Orgánico y otras disposiciones legales.

Artículo 31 SEPTIES. Las Direcciones Ejecutivas de los organismos operadores municipales serán nombradas por su respectivo Consejo de Administración, a propuesta de una terna que presente la Presidencia Municipal. Participarán en las reuniones del Consejo de Administración con derecho a voz, pero sin voto.

Artículo 31 OCTIES. Para ser titular de la Dirección Ejecutiva en los organismos operadores municipales se requiere:     

I. Contar con estudios profesionales y haberse desempeñado en actividades que proporcionen la experiencia técnica y administrativa, necesaria para cumplir con sus funciones.
II. Para que pueda desempeñar sus funciones sin conflicto de interés y sin estar supeditado a intereses personales y/o económicos, no deberán ser prestadores de servicios, proveedores, contratistas, deudores o acreedores de la Junta Central o cualquiera de las juntas operadoras u organismos operadores municipales del Estado en general; concesionarios, consejeros, asesores o empleados de una persona moral que sea prestador de servicios, proveedor, contratista, deudor o acreedor de la Junta Central o cualquiera de las juntas operadoras u organismos operadores municipales del Estado en general.

Artículo 31 NONIES. Son facultades de las Presidencias de los Consejos de los organismos operadores municipales, de forma enunciativa pero no limitativa:

I. Presidir las sesiones del Consejo.
II. Representar al Consejo.
III. Convocar a sesiones ordinarias y extraordinarias del Consejo de Administración.
IV. Solicitar a la Secretaría General de Gobierno, la publicación en el Periódico Oficial del Estado, de las tarifas o, en su caso, de sus modificaciones correspondientes.

V. Proponer al Consejo de Administración y supervisar la implementación del Programa Operativo Anual.
VI. Gestionar y obtener, previa autorización de su Consejo de Administración, el financiamiento para obras, servicios y amortización de pasivos, para firmar en su nombre los contratos de crédito, suscribir títulos de crédito y demás obligaciones ante instituciones públicas o privadas.
Para el ejercicio de las facultades a que se refiere esta fracción, deberá obtenerse previamente la autorización del Poder Legislativo, en los términos de la legislación aplicable.
VII. Someter a la aprobación del Consejo de Administración, la política financiera que deba prevalecer en el cobro de los derechos, cuotas o tarifas, así como en los lineamientos de bonificaciones, ajustes y descuentos que deban implementar los organismos operadores municipales.
VIII. Establecer relaciones de coordinación con las autoridades federales, estatales y municipales, de la Administración Pública Centralizada o Paraestatal, así como con los sectores social y privado, para el trámite y atención de asuntos de interés común.
IX. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones de esta Ley, su Reglamento y demás ordenamientos aplicables, a través de las dependencias y personal que se determinen.
X. Celebrar, con la autorización del Consejo de Administración, los actos jurídicos necesarios para la constitución de fideicomisos públicos.
XI. Someter a la aprobación del Consejo de Administración, el proyecto de Estatuto Orgánico del Organismo y sus modificaciones; así como los manuales de organización y de procedimientos.
XII. Establecer el orden de prioridad de las acciones y obras, a fin de que los recursos se orienten hacia aquellas que tengan mayor impacto económico y beneficio social.
XIII. Evaluar el cumplimiento de los objetivos y metas planteadas.
XIV. Las demás que le señale el Consejo de Administración, la presente Ley, su Reglamento, estatutos y otros ordenamientos aplicables.

Artículo 31 DECIES. Son obligaciones y facultades de las Direcciones Ejecutivas de los Organismos operadores municipales:

I. Representar legalmente a los organismos operadores municipales, ante las autoridades fiscales y administrativas, agrarias, mercantiles, penales, de la salud, del trabajo y judiciales, y demás, con las más amplias facultades generales, aun aquellas que requieran cláusulas especiales conforme a la ley; estará investido de poder general para pleitos y cobranzas, así como para actos de administración; previo acuerdo del Consejo de Administración, podrá suscribir títulos de créditos a nombre del organismo con firma mancomunada de quien ocupe la Dirección Financiera; formular querellas y denuncias; otorgar el perdón extintivo de la pretensión punitiva; elaborar y absolver posiciones; promover y desistirse de acciones judiciales, inclusive del juicio de amparo; comprometer asuntos en arbitraje y celebrar transacciones; emitir, avalar y negociar títulos de crédito; otorgar poderes generales y especiales con las facultades que les competan, entre ellas, las que requieran cláusula especial o autorización, así como sustituir y revocar mandatos o poderes generales o especiales. Para realizar actos de dominio sobre bienes del régimen de dominio privado, requerirá acuerdo previo del Consejo de Administración. Así mismo, podrá delegar funciones y facultades mediante acuerdo específico.
II. Suscribir y formalizar acuerdos, contratos, convenios y demás actos jurídicos con la Federación, municipios y organismos nacionales e internacionales.
III. Someter al Consejo de Administración para su aprobación, los proyectos de presupuestos de ingresos y egresos, así como los estados financieros, sin perjuicio de las facultades del Congreso del Estado, en la materia.
IV. Ejecutar los acuerdos del Consejo de Administración.
V. Elaborar el Programa Operativo Anual y remitirlo a la Presidencia, para la aprobación del Consejo de Administración.
VI. Suscribir, junto con la Dirección Financiera, los títulos de crédito, contratos y demás actos relativos al patrimonio del organismo operador municipal.
Para el ejercicio de las facultades a que se refiere esta fracción, deberá obtenerse previamente la autorización del Consejo, en los términos de la legislación aplicable.
VII. Autorizar las erogaciones correspondientes del presupuesto y someter a la aprobación del Consejo de Administración las de carácter extraordinario.
VIII. Rendir los informes siguientes:

a) Anual de actividades.

b) De cumplimiento de acuerdos del Consejo de Administración.

c) Mensual de actividades que incluya el Sistema de Indicadores, el Reporte de las Incidencias sobre la Observancia de la Normatividad Administrativa, el avance del cumplimiento de los Programas Operativo Anual y de Operación y las recomendaciones emitidas para corregir las observaciones detectadas.

d) De resultados de los estados financieros.
IX. Nombrar y remover libremente al personal de los organismos operadores municipales dentro del ámbito de su competencia.
X. Emitir dictámenes, así como efectuar rescisiones de los contratos, convenios o cualquier acuerdo de voluntades celebrado con los empleados, usuarios, prestadores de servicios, proveedores, contratistas o cualquier persona física o moral, privada o pública, previo procedimiento legal aplicable.
XI. Enviar al Consejo, para su aprobación, los lineamientos y políticas, técnicas, administrativas y financieras, necesarias para el ejercicio de las facultades de los organismos operadores municipales.
XII. Vigilar que los bienes propiedad del organismo operador municipal cumplan con todos los requisitos legales y se encuentren debidamente inventariados, a través de las Direcciones Jurídica y Financiera, respectivamente.

XIII. Tramitar y resolver las quejas que, por conducto del personal del organismo operador municipal, se presenten en relación al funcionamiento o administración general, según los procedimientos y normas que señale el Reglamento.
XIV. Calificar las infracciones a esta Ley e imponer las sanciones correspondientes, recaudando las pecuniarias a través del procedimiento administrativo de ejecución que establezca el Reglamento o los lineamientos correspondientes.
XV. Ordenar que se practiquen las visitas de inspección y verificación.
XVI. Ordenar que se practiquen, en forma regular y periódica, muestras y análisis del agua; llevar estadísticas de sus resultados y tomar en consecuencia las medidas adecuadas para optimizar la calidad del agua que se distribuye a la población, así como la que una vez utilizada se vierta a los cauces o vasos, de conformidad con la legislación aplicable.
XVII. Ordenar que se lleve una bitácora de la operación de los aprovechamientos de agua, por medio de su propio personal, de las juntas operadores o de quien designe, en la que se registre en forma regular y periódica caudales y volúmenes alumbrados, profundidad de los niveles estáticos y dinámicos, consumos de energía, eficiencia electromecánica y cualquier otro indicador relevante que permita diagnosticar el estado de funcionamiento del aprovechamiento, del equipo hidráulico y electromecánico instalado, con la finalidad de prever en forma oportuna acciones correctivas, de mantenimiento o de reposición. Adicionalmente esta información se considera importante para la elaboración de estudios relacionados con el funcionamiento de los acuíferos en forma regional y local, así como en el desarrollo de proyectos hidráulicos para el suministro de agua potable a la población.  
XVIII. Resolver sobre los recursos administrativos de revocación que se interpongan en contra de actos que emita el organismo operador municipal, en su carácter de autoridad.
XIX. Imponer sanciones disciplinarias de acuerdo con el Reglamento Interior de Trabajo.
XX. Someter al Consejo de Administración para su aprobación, los anteproyectos de presupuestos de ingresos y egresos y estados financieros, para su aprobación en la primera quincena del mes de octubre.
XXI. Contar con los Proyectos Maestros para Mejoramiento de los Servicios que presta y actualizarlos, en su caso, cada tres años, de conformidad con el Plan Estatal de Desarrollo, así como de los programas sectoriales, regionales, especiales e institucionales que correspondan.
XXII. Realizar los estudios y análisis técnicos, económicos y financieros necesarios para evaluar la relación costo-beneficio de las obras y su impacto social.
XXIII. Elaborar y actualizar los indicadores institucionales y de sus organismos dependientes, de acuerdo a los de la Junta Central, así como coadyuvar en el establecimiento de estándares de calidad y productividad para cada indicador institucional.
XXIV. Formular el programa de operación y calidad del organismo, y organismos dependientes, y someterlo a la autorización del Consejo de Administración e implantarlo.
XXV. Instrumentar de manera sistemática, los programas de mejora continua y las evaluaciones de resultado de las diferentes áreas que integran el organismo, y los organismos operadores bajo su coordinación sectorial.
XXVI. Realizar todas las actividades que sean necesarias, dentro del ámbito de su competencia, para lograr que los organismos operadores municipales presten a la comunidad servicios adecuados y eficientes, de conformidad con la presente Ley, los lineamientos técnicos, administrativos, financieros y legales a que haya lugar.
XXVII. Las demás que le correspondan de acuerdo con esta Ley, el Código Municipal para el Estado de Chihuahua y otros ordenamientos aplicables.

Artículo 31 UNDECIES. La Secretaría del Consejo tendrá las mismas facultades que la de la Junta Central, en el ámbito de su competencia.

Artículo 31 DUODECIES. La Dirección Financiera tendrá las mismas facultades que la de la Junta Central, en el ámbito de su competencia, además de las siguientes:

I. Formular los anteproyectos de presupuestos de ingresos y de egresos, y someterlos a la aprobación del Consejo de Administración.
II. Formular el anteproyecto de los derechos de cobro, las tarifas y sus modificaciones, y someterlo a la aprobación del Consejo de Administración.
III. Determinar los créditos fiscales y ejercer la facultad económica coactiva; designar y delegar a las personas necesarias que han de desarrollar la función pública para llevarla a cabo y emitir las resoluciones correspondientes, en términos del Código Fiscal del Estado de Chihuahua y demás ordenamientos aplicables.
IV. Calificar las infracciones y sanciones a la Ley y demás normas aplicables e imponer las sanciones que procedan.

Artículo 33. …

Tratándose de los desarrolladores, fraccionadores o cualquier tipo de inversionistas, es obligación de estos realizar las obras para conectarse a las redes generales de infraestructura hidráulica existente, previa factibilidad de servicios y de volúmenes de agua, manifestación de impacto ambiental y demás instrumentos que sean necesarios. De no existir la infraestructura para la conexión, el desarrollador o fraccionador construirá a su costa las obras que se requieran de acuerdo con las especificaciones que le fije el organismo operador. En el supuesto de que no exista la factibilidad de volúmenes de agua, el desarrollador,  fraccionador o cualquier tipo de inversionistas, deberá aportar las concesiones y fuente por los volúmenes requeridos, en su caso, y trasmitirlas al organismo operador de manera gratuita, en los términos que señale el reglamento.   

Las obras ejecutadas en los términos del párrafo anterior, se transmitirán a título gratuito a la junta operadora u organismo operador municipal encargado de prestar el servicio y formarán parte de su patrimonio bajo el régimen de dominio público, razón por la cual, no se formalizará ningún acto jurídico, administrativo o financiero que contravenga o tenga como consecuencia evadir lo dispuesto en el presente artículo.

Artículo 34. La conexión a los servicios y la instalación de aparatos medidores causarán el pago de los derechos correspondientes. Efectuada la conexión, causará el pago de los derechos que fije la tarifa.
….

Artículo 36. El mantenimiento de las líneas generales de conducción y las de la red pública estará a cargo de las juntas operadoras. La conexión y el mantenimiento de las tomas domiciliarias, desde el arco del aparato medidor, será a cargo de los propietarios o poseedores de los inmuebles.

Artículo 37. …
I. a III. …
IV. Edificios Públicos Gubernamentales.
V. Escuelas:

a) Públicas. 

b) Privadas.

VI. Aquellos otros que determine el Reglamento de esta Ley.

Artículo 39. Las juntas operadoras y organismos operadores municipales, en términos de la presente Ley y su Reglamento correspondiente, fijarán las disposiciones y especificaciones técnicas, administrativas, financieras y legales, para revisar y aprobar, en su caso, planos, proyectos y demás documentación que deban ser incorporados al patrimonio del organismo.

….

Artículo 40. Ningún usuario estará exento del pago de los derechos correspondientes, trátese de particulares o de dependencias o entidades de la administración pública de cualquier orden, por lo que en ningún momento se recibirán pagos en especie, salvo disposición expresa del Consejo de Administración de la Junta Central u organismo operador municipal.

Artículo 45. Los usuarios tienen el deber de pagar los servicios públicos que le preste la junta operadora u organismo operador municipal en los términos y plazos que así se determinen por la estructura tarifaria, el contrato de adhesión, el reglamento y demás disposiciones de carácter legal.

Cuando no exista consumo de agua o no se utilice el desagüe de alcantarillado autorizado, la persona usuaria podrá optar por suspender el servicio o bien cubrir el monto de los derechos mínimos fijados en la tarifa correspondiente; en el caso de que sea suspendido el servicio, su reconexión generará un pago relativo a tal fin, el que deberá ser acorde al servicio prestado. Los adeudos generados por cualquiera de los conceptos de derechos y servicios a que se refiere esta Ley, los contenidos en las tarifas, así como las sanciones, tendrán el carácter de créditos fiscales, por lo que las juntas municipales y rurales, como organismos fiscales autónomos, podrán hacerlos efectivos mediante el procedimiento administrativo de ejecución previsto en el Código Fiscal del Estado. En caso de mora, se causarán los recargos que fije este último ordenamiento legal.
Artículo 75 BIS. Son Aguas de Jurisdicción Estatal, de manera enunciativa mas no limitativa, las siguientes: 
I. Las que no son de propiedad nacional, ni privada.

II. Las que corren en cauces menores a cauces federales.

III. Las lagunas que no tienen declaratoria de propiedad nacional.

IV. Los ríos y sus afluentes directos o indirectos, desde primeras aguas permanentes, intermitentes o torrenciales, hasta su desembocadura en lagunas que no tienen declaratoria de propiedad nacional.

V. Las aguas pluviales captadas por el Estado.

VI. Las aguas residuales tratadas o sin tratar que no son vertidas en cauces de propiedad federal. 

VII. Los manantiales que no nacen en cauces y zonas federales, y que no tengan declaratoria de propiedad federal. 

Artículo 93. La impugnación a los actos y resoluciones dictados en los procedimientos administrativos con motivo de la aplicación de esta Ley, su Reglamento, lineamientos y demás ordenamientos aplicables, se basará en el procedimiento preceptuado por el Código Fiscal del Estado de Chihuahua y por el Código Administrativo del Estado de Chihuahua, según corresponda. En lo no previsto se aplicará supletoriamente el Código de Procedimientos Civiles del Estado de Chihuahua. 
Por lo que hace al recurso de revocación de los actos y resoluciones de las juntas operadoras y de la propia Junta Central, este se tramitará y substanciará ante la Junta Central. 

El recurso de revisión de los actos y resoluciones de las juntas operadoras se tramitará y substanciará ante la Junta Central y tratándose de los de esta última, será ante la Secretaría General de Gobierno. 
Las facultades concedidas a las autoridades fiscales estatales las tienen las juntas operadoras en el ámbito de su competencia.
TÍTULO QUINTO

DE LAS REFORMAS A LA LEY

Artículo 94. La presente Ley puede ser adicionada, modificada, reformada o abrogada. Para que las adiciones, modificaciones, reformas o derogaciones  lleguen a ser parte de la misma, se requiere que el Congreso del Estado, por el voto de cuando menos las dos terceras partes de los integrantes presentes, lo acuerde, salvo que se traten de adecuaciones a la legislación nacional en la materia.
ARTÍCULO SEGUNDO.- Se reforma el artículo 31, segundo párrafo, del Código Fiscal del Estado de Chihuahua, para quedar redactado de la siguiente manera:

ARTÍCULO 31. …… 

Son derechos las contraprestaciones establecidas por el Poder Público, conforme a la Ley, en pago de un servicio. También son derechos las contribuciones aprobadas anualmente por el Consejo de Administración de la Junta Central de Agua y Saneamiento y las aprobadas anualmente por los Consejos de Administración de los organismos operadores municipales, publicadas en el Periódico Oficial del Estado, con motivo de la prestación del servicio público de agua potable, alcantarillado sanitario, saneamiento, tratamiento de aguas residuales, disposición final de lodos, de laboratorio y cualquier otro que presten.

………..

………..

………..

ARTÍCULO TERCERO.- Se reforman los artículos 29, fracción VI, y 180, fracción II, ambos del Código Municipal para el Estado de Chihuahua, para quedar redactados de la siguiente manera:

ARTÍCULO 29. …
I. a V. ….
VI.  Designar con la aprobación del Ayuntamiento, a los miembros de los Consejos de Administración, Juntas Directivas u órganos equivalentes, a quienes ocupen la Presidencia, Dirección o Gerencia y Comisarías de los organismos descentralizados y empresas de participación municipal; en los casos de la designación de los Consejos de Administración, a quienes ocupen la Presidencia, Dirección o Gerencia de los organismos operadores municipales del agua, se atenderá a lo dispuesto por la Ley del Agua del Estado de Chihuahua.
VII.  a XXXIX…

ARTÍCULO 180. … 

I. … 

II. Agua potable y saneamiento, alcantarillado sanitario, tratamiento y disposición de sus aguas residuales; para la prestación de estos servicios se estará a lo establecido y estipulado en la Ley del Agua del Estado de Chihuahua, en cuanto a las estructuras de sus órganos de gobierno, vigilancia, funcionamiento, operación, desarrollo y control.
III. a X…

…

…

T R A N S I T O R I O S

ARTÍCULO PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado. 

ARTÍCULO SEGUNDO.- Para la creación del primer Consejo de Administración de la Junta Central de Agua y Saneamiento del Estado de Chihuahua, será el actual Consejo Directivo quien nombrará a las Consejerías referidas en la fracción III, incisos j), k) y l), del artículo 12 de la Ley del Agua del Estado de Chihuahua, pudiendo, en su caso, permanecer como integrantes del nuevo Consejo de Administración de la Junta Central quienes ya se encuentren siendo parte del Consejo Directivo actual, incluyendo la Presidencia del mismo.

El Consejo de Administración a que se refiere el párrafo anterior deberá estar plenamente conformado y en operación, a más tardar en los dieciocho meses posteriores a la entrada en vigor del presente Decreto.

ARTÍCULO TERCERO.- Para la creación del primer Consejo de Administración de las Juntas Municipales de Agua y Saneamiento del Estado de Chihuahua, será el Consejo de Administración de la Junta Central quien designará a las personas que ocupen la Presidencia y las Consejerías a que se refiere la fracción III, incisos d), e), f), y g) del artículo 20 de la Ley del Agua del Estado de Chihuahua, pudiendo, en su caso, permanecer como integrantes del nuevo Consejo de Administración de las Juntas Municipales quienes ya se encuentren siendo parte del Consejo Directivo actual, incluyendo la Presidencia del mismo. 
Los Consejos de Administración referidos en el párrafo anterior deberán estar plenamente conformados y en operación, a más tardar en los dieciocho meses posteriores a la entrada en vigor del presente Decreto.

ARTÍCULO CUARTO.- Para la creación del primer Consejo de Administración de los organismos operadores municipales del Estado de Chihuahua, será la persona que presida el Ayuntamiento quien nombre al titular de la Presidencia del Consejo y a las Consejerías referidas en la fracción III, incisos c), d), e), y f) del artículo 31 BIS de la Ley del Agua del Estado de Chihuahua, lo cual deberá ser realizado en estricto apego a los requisitos establecidos en el artículo 31 TER de la misma Ley.

El Consejo de Administración referido en el párrafo anterior deberá estar plenamente conformado y en operación, a más tardar en los dieciocho meses posteriores a la entrada en vigor del presente Decreto.

ARTÍCULO QUINTO.- Una vez conformados los nuevos Consejos de Administración, los acuerdos tomados válidamente por los Consejos Directivos que desaparecen, continuarán siendo válidos, a menos que sean revocados por el nuevo Consejo.
ARTÍCULO SEXTO.- El Ejecutivo del Estado, emitirá el Reglamento correspondiente a la Ley del Agua del Estado de Chihuahua, dentro de los ciento ochenta días, posteriores a su entrada en vigor. 

ARTÍCULO SÉPTIMO.- A partir de la entrada en vigor del presente Decreto cuando se haga referencia en la Ley del Agua o cualquier otra legislación estatal, al alcantarillado se entenderá que se refiere al alcantarillado sanitario, y por lo que respecta al drenaje, se referirá al drenaje pluvial. 

ARTÍCULO OCTAVO.- A partir de la entrada en vigor del presente Decreto, el diseño, ejecución, supervisión y mantenimiento del drenaje pluvial, será responsabilidad de las autoridades municipales. 
Económico.- Aprobado que sea, túrnese a la Secretaría para que elabore la Minuta de Decreto, en los términos en que deba publicarse.
DADO en el Salón de Sesiones del Poder Legislativo, en la Ciudad de Chihuahua, Chih., a los diecinueve días del mes de diciembre del año dos mil diecisiete.

Así lo aprobó la Comisión Especial del Agua, en reunión de fecha doce de del mes diciembre del año dos mil diecisiete.

POR LA COMISIÓN ESPECIAL DEL AGUA         
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Nota: La presente hoja de firmas corresponde al Dictamen de la Comisión Especial del Agua, que recae a las iniciativas A658, A744, A802 y A1031 con carácter de Decreto por medio de la cual se propone reformar y adicionar diversos artículos de la  Ley del Agua; así como diversos numerales del Código Fiscal y del Código Municipal, todos ordenamientos del Estado de Chihuahua.
� Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chihuahua, vigente. 


� Ídem. 


� Jurisprudencias P./J. 40/2006 y P. /J. 41/2006, Novena Época, Registros: 175694 y 175693, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIII, Marzo de 2006, Materia(s): Constitucional, Administrativa. 





� Jurisprudencia P./J. 95/2000, Instancia: Pleno, Materia: Constitucional, Administrativa, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo XII, Septiembre de 2000, Novena Época, Registro: 191105 
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